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I.   LA SUPREMACÍA Y LA RIGIDEZ CONSTITUCIONAL Y EL ROL DE LA 
JURISDICCIÓN COSNTITUCIONAL EN VENEZUELA 

La Constitución venezolana de 1999, como lo precisa su propio texto (art. 7), es la ley 
suprema y fuente de todo el ordenamiento jurídico, lo que implica no sólo que la misma 
obliga a todos los poderes públicos a respetarla y a garantizar su supremacía, y a todos los 
ciudadanos a acatarla, sino además, que los ciudadanos tienen un derecho fundamental a 
dicha supremacía. Además, otra consecuencia fundamental del principio de la supremacía 
constitucional, es el principio de la rigidez de la Constitución, lo que implica que las 
modificaciones a la misma sólo pueden realizarse mediante los procedimientos establecidos 
en el propio texto constitucional, no pudiendo por supuesto ni la Asamblea Nacional, ni el 
Ejecutivo ni la Jurisdicción Constitucional realizar “reforma” alguna de la Constitución. 

Para garantizar tal rigidez constitucional, en la Constitución se establecen tres 
procedimientos específicos para reformarla, garantizándose en todos la intervención del 
pueblo como poder constituyente originario: primero, el procedimiento de “enmienda 
constitucional”, que tienen por objeto agregar o modificar uno o varios artículos de la 
Constitución (artículo 340), para cuya aprobación se estableció la sola participación del 
pueblo manifestado mediante referendo aprobatorio; segundo, el procedimiento de 
“reforma constitucional”, orientado a la revisión parcial de la Constitución, o a la 
sustitución de una o varias de sus normas (artículo 342), para cuya aprobación se estableció 
además de la participación del pueblo manifestado mediante referendo, la participación de 
la Asamblea Nacional como poder constituido, la cual debe discutir y sancionar el proyecto 
antes de su sometimiento a aprobación popular; y tercero, el procedimiento de convocatoria  
y desarrollo de una “Asamblea Nacional Constituyente,” que es necesario en caso de que se 
proponga transformar el Estado, crear un nuevo ordenamiento jurídico y redactar una nueva 
Constitución (Artículo 347), para cuyo funcionamiento se estableció la necesaria 
participación del pueblo como poder constituyente originario, tanto en la definición del 
Estatuto de la Constituyente como en la elección de sus miembros.  

Cualquier modificación de la Constitución efectuada fuera de estos tres procedimientos 
o en violación a los mismos, es inconstitucional e ilegítima, razón por la cual la Sala 
Constitucional del Tribunal Supremo, como Jurisdicción Constitucional, es el órgano 
llamado a ejercer el control de constitucionalidad del procedimiento adoptado.  

                                                 
∗  Ponencia para el IV Congreso Colombiano de Derecho Procesal Constitucional y IV Congreso 

Internacional Proceso y Constitución “Dialéctica y diálogo jurisprudencial: presente y futuro”,l, 
Centro Colombano de Derecho Proceal Constitucional, Asociación Argentina de Derecho Procesal 
Constitucional, Bogotá, 18-20 de marzo de 2014 
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Ahora bien, en contraste con todos estos principios y previsiones constitucionales, si 
algo ha caracterizado el proceder del régimen autoritario en Venezuela durante los últimos 
tres lustros, a partir de la entrada en vigencia de la Constitución de 1999, ha sido el 
desprecio más absoluto de su texto, de su supremacía y de su rigidez. La Constitución se ha 
convertido, en realidad, en un conjunto normativo maleable por absolutamente todos los 
poderes públicos, cuyas normas tienen la vigencia y el alcance que los órganos del Estado 
han dispuesto, sea mediante leyes ordinarias, decretos leyes e incluso mediante sentencias 
de la Jurisdicción Constitucional, todas hechas a la medida, y con la “garantía” de que 
dichas actuaciones constitucionales no serán controladas por la sujeción de la Jurisdicción 
Constitucional al control político. 

La consecuencia de ello ha sido, por ejemplo, que los procedimientos de reforma 
constitucional regulados en la Constitución han sido utilizados a conveniencia, violándose 
las normas que los regulan, lo que ocurrió con la “reforma constitucional” que se presentó 
ante la Asamblea Nacional en 2007, y con la “enmienda constitucional” propuesta por la 
misma Asamblea en 2009. La primera, por su contenido, requería más bien del 
procedimiento de “convocatoria de una Asamblea Constituyente,” y en todo caso, sometida 
a voto popular, fue rechazada por el pueblo; y la segunda, por su contenido, requería más 
bien de una “reforma constitucional,” por lo cual además, no podía formularse luego del 
rechazo de la anterior. Sin embargo, ésta, luego de sometida a voto popular, fue aprobada.1  

El rechazo popular de la amplísima propuesta de “reforma constitucional” de 2007, sin 
embargo, no impidió que los órganos de los poderes públicos procedieran a implementarla 
desde 2008, violando la Constitución, mediante la sanción de leyes ordinarias o decretos 
leyes, cuya inconstitucionalidad la Jurisdicción Constitucional se abstuvo o se negó a 
controlar, habiendo incluso llegado dicha Jurisdicción a ser el instrumento para efectuar las 
reformas constitucionales mediante mutaciones constitucionales; todo ello, en abierto 
desprecio y violación al principio de la rigidez constitucional que el Juez Constitucional se 
ha negado a controlar.  

No debe olvidarse, en relación con la Jurisdicción Constitucional, que en general los 
constructores del Estado Constitucional nunca pensaron que el máximo órgano judicial 
podía llegar a usurpar el poder constituyente o violar la Constitución, por lo que le control 
de constitucionalidad más bien se concibió como el instrumento para corregir las 
desviaciones de los otros órganos del Estado, en particular de los órganos legislativos y 
ejecutivos. De allí, incluso la previsión de que las decisiones de los Tribunales Supremos o 
Tribunales Constitucionales, respecto de los cuales no se concibe que violen la 
Constitución, no están sujetas a control alguno. 

Por ello, en Venezuela, la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia de 
Venezuela es, sin duda, el instrumento más poderoso diseñado para garantizar la 
supremacía de la Constitución y el Estado de Derecho, para lo cual, por supuesto, como 
guardián de la Constitución, también está sometida a la Constitución. Como tal guardián, y 
como sucede en cualquier Estado de derecho, el sometimiento del tribunal constitucional a 
la Constitución es una preposición absolutamente sobreentendida y no sujeta a discusión, 
ya que es inconcebible que el juez constitucional pueda violar la Constitución que esta 
llamado a aplicar y garantizar. Esa la pueden violar los otros poderes del Estado, pero no el 

                                                 
1  Véase en general, Allan R. Brewer-Carías, Reforma Constitucional y fraude a la Constitución (1999-

2009), Academia de Ciencias Políticas y Sociales, Caracas 2009, 278 pp.  
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guardián de la Constitución. Pero por supuesto, para garantizar que ello no ocurra, el 
Tribunal Constitucional debe gozar de absoluta independencia y autonomía, pues un 
Tribunal Constitucional sujeto a la voluntad del poder en lugar del guardián de la 
Constitución se convierte en el instrumento más atroz del autoritarismo. El mejor sistema 
de justicia constitucional, por tanto, en manos de un juez sometido al poder, es letra muerta 
para los individuos y es un instrumento para el fraude a la Constitución. 

Lamentablemente, sin embargo, esto último es lo que ha venido ocurriendo en 
Venezuela en los últimos años, donde la Sala Constitucional del Tribunal Supremo, como 
Juez Constitucional, lejos de haber actuado en el marco de las atribuciones expresas 
constitucionales antes indicadas, ha sido el instrumento más artero para la destrucción de la 
institucionalidad democrática y el apuntalamiento del autoritarismo, particularmente al 
ejercer su facultad de interpretación del contenido y alcance de las normas constitucionales 
(art. 334). Así, en ejercicio de estas competencias y poderes, como máximo intérprete de la 
Constitución, al margen de la misma y mediante interpretaciones inconstitucionales, la Sala 
Constitucional al ejercer su facultad de interpretación del contenido y alcance de las normas 
constitucionales, y sin que se trate de normas ambiguas, imprecisas, mal redactadas y con 
errores de lenguaje, ha venido ilegítimamente modificando el texto constitucional, 
legitimando y soportando la estructuración progresiva de un Estado autoritario. Es decir, ha 
falseado el contenido de la Constitución, mediante una “mutación”  ilegítima y fraudulenta 
de la misma. 2  

Esa ha sido la trágica experiencia venezolana en la materia que queremos resumir en 
estas páginas, analizando, primero, el inconstitucional procedimiento que se utilizó para 
sancionar y someter a referendo la rechazada “reforma constitucional” de 2007, y la 
renuncia de la Jurisdicción Constitucional a ejercer el control de constitucionalidad sobre el 
mismo; segundo, el inconstitucional procedimiento utilizado para la “enmienda 
constitucional” de 2009, con la anuencia de la jurisdicción constitucional; tercero, la 
inconstitucional implementación de la rechazada “reforma constitucional” de 2007 por 
parte de la Jurisdicción Constitucional mediante mutaciones constitucionales ilegítimas; y 
cuarto, la inconstitucional implementación de la rechazada “reforma constitucional” de 
2007 mediante leyes y decretos leyes (legislación ordinaria), no controlados por la 
jurisdicción constitucional.   

II.  EL RECHAZADO PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL DE 
2007, Y EL INCONSTITUCIONAL PROCEDIMIENTO UTILIZADO PARA 

                                                 
2  La Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia en la sentencia No. 74 de 25-01-2006 señaló 

que un fraude a la Constitución ocurre cuando se destruyen las teorías democráticas “mediante el 
procedimiento de cambio en las instituciones existentes aparentando respetar las formas y 
procedimientos constitucionales”, o cuando se utiliza “del procedimiento de reforma constitucional para 
proceder a la creación de un nuevo régimen político, de un nuevo ordenamiento constitucional, sin 
alterar el sistema de legalidad establecido, como ocurrió con el uso fraudulento de los poderes conferidos 
por la ley marcial en la Alemania de la Constitución de Weimar, forzando al Parlamento a conceder a los 
líderes fascistas, en términos de dudosa legitimidad, la plenitud del poder constituyente, otorgando un poder 
legislativo ilimitado”; y que un falseamiento de la Constitución ocurre cuando se otorga “a las normas 
constitucionales una interpretación y un sentido distinto del que realmente tienen, que es en realidad una 
modificación no formal de la Constitución misma”, concluyendo con la afirmación de que “Una reforma 
constitucional sin ningún tipo de límites, constituiría un fraude constitucional”. Véase en Revista de 
Derecho Público, Editorial Jurídica Venezolana, No. 105, Caracas 2006, pp. 76 ss. Véase Néstor Pedro 
Sagües, La interpretación judicial de la Constitución, Buenos Aires 2006, pp. 56-59, 80-81, 165 ss 
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SU SANCIÓN, QUE LA JURSIDICCÓN CONSTITUCIONAL SE NEGÓ A 
CONTROLAR 

En agosto de 2007, Hugo Chávez Frías, a los pocos meses de haber sido reelecto en la 
Presidencia de la República, después de haber nombrado una Comisión Constitucional para 
elaborarla integrada por representantes de todos los poderes públicos, incluido el Tribunal 
Supremo, todos sometidos a un “pacto de confidencialidad,” con base en las propuestas que 
recibió,3  presentó formalmente ante la Asamblea Nacional un proyecto de “reforma 
constitucional,”4 que luego de haber sido discutido y sancionado por la misma el 15 de 
noviembre de ese mismo año, fue sometido a referendo aprobatorio el 7 de diciembre de 
2007. Con la misma, como lo indicamos en su oportunidad, se pretendía transformar radical 
al Estado, es decir, ni más ni menos, trastocar el Estado Social y Democrático de Derecho y 
de Justicia de orden civil, y convertirlo en un Estado Socialista, Centralizado, Policial y 
Militarista.5 

Las pautas para la reforma constitucional que en diversos discursos y alocuciones fue 
dando el Presidente de la República durante 2007, apuntaron, por una parte, a la 
conformación de un nuevo “Estado del Poder Popular” o del Poder Comunal, o Estado 
Comunal, estructurado desde los Consejos Comunales que ya desde 2006 habían sido 
creados al margen de la Constitución6, como unidades u organizaciones sociales no electas 
mediante sufragio universal, directo y secreto y sin autonomía territorial, supuestamente 
dispuestos para canalizar la participación ciudadana, pero conforme a un sistema de 
conducción centralizado desde la cúspide del Poder Ejecutivo Nacional; y por la otra, a la 

                                                 
3  El documento circuló en junio de 2007 con el título Consejo Presidencial para la Reforma de la 

Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, “Modificaciones propuestas”. El texto completo 
fue publicado como Proyecto de Reforma Constitucional. Versión atribuida al Consejo Presidencial 
para la reforma de la Constitución de la república Bolivariana de Venezuela, Editorial Atenea, Caracas 
01 de julio de 2007, 146 pp. Véase mis comentarios al proyecto en Allan R. Brewer-Carías, Hacia la 
Consolidación de un Estado Socialista, Centralizado, Policial y Militarista. Comentarios sobre el 
sentido y alcance de las propuestas de reforma constitucional 2007, Colección Textos Legislativos, No. 
42, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2007. 

4  Véase el documento Proyecto de Exposición de Motivos para la Reforma Constitucional, Presidencia de 
la República, Proyecto Reforma Constitucional. Propuesta del presidente Hugo Chávez Agosto 2007; y 
la publicación: Proyecto de Reforma Constitucional. Elaborado por el ciudadano Presidente de la 
República Bolivariana de Venezuela, Hugo Chávez Frías Editorial Atenea, Caracas agosto 2007. Véase 
mis comentarios a la propuesta de reforma constitucional, en Allan R. Brewer-Carías, La Reforma 
Constitucional de 2007 (Comentarios al Proyecto Inconstitucionalmente sancionado por la Asamblea 
Nacional el 2 de Noviembre de 2007), Colección Textos Legislativos, No. 43, Editorial Jurídica 
Venezolana, Caracas 2007. 

5  Véase Allan R. Brewer-Carías, Hacia la Consolidación de un Estado Socialista, Centralizado, Policial y 
Militarista. Comentarios sobre el sentido y alcance de las propuestas de reforma constitucional 2007, 
Colección Textos Legislativos, No. 42, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2007. 

6  Ley de Consejos Comunales Gaceta Oficial,  N° 5.806 Extraordinario,  10-04-2006.  Véase mis 
comentarios sobre esta Ley y su significado en “El inicio de la desmunicipalización en Venezuela: La 
organización del Poder Popular para eliminar la descentralización, la democracia representativa y la 
participación a nivel local”, en AIDA, Opera Prima de Derecho Administrativo. Revista de la Asociación 
Internacional de Derecho Administrativo, Universidad Nacional Autónoma de México, Facultad de 
Estudios Superiores de Acatlán, Coordinación de Postgrado, Instituto Internacional de Derecho 
Administrativo “Agustín Gordillo”, Asociación Internacional de Derecho Administrativo, México, 2007, 
pp. 49 a 67. 
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estructuración de un “Estado socialista,” con una doctrina socialista y “bolivariana” como 
doctrina oficial, sustituyendo al sistema plural de libertad de pensamiento y acción que 
siempre ha existido en el país y, en particular, sustituyendo la libertad económica y el 
Estado de economía mixta que siempre ha existido, por un sistema de economía estatista y 
colectivista, de capitalismo de Estado, sometido a una planificación centralizada, 
minimizando el rol del individuo y eliminando todo vestigio de libertad económica y de 
propiedad privada. Es decir, con la reforma constitucional de 2007, de haber sido aprobada, 
hubiera desaparecido la democracia representativa, la alternabilidad republicana y toda idea 
de descentralización del poder, se hubiera retrocedido en materia de protección de los 
derechos humanos, y se hubiera concentrado todo el poder en la Jefatura del Estado, 
desapareciendo la libertad económica y el derecho de propiedad 

En síntesis, el proyecto de reforma constitucional sancionado por la Asamblea Nacional 
en Noviembre de 2007, que fe rechazado por el pueblo, buscaba efectuar una radical 
transformación del Estado y sentar las bases para la creación de un nuevo ordenamiento 
jurídico, para:  

Primero, transformar el Estado en un Estado Socialista, con una doctrina política 
oficial de carácter socialista, que se denominaba además como “doctrina bolivariana”, con 
lo cual se eliminaba toda posibilidad de pensamiento distinto al oficial y, por tanto, toda 
disidencia, pues la doctrina política oficial se quería incorporar en la Constitución, como 
política y doctrina del Estado y la Sociedad, hubiera constituido un deber constitucional de 
todos los ciudadanos cumplir y hacerla cumplir. Con ello, se buscaba sentar las bases para 
la criminalización de la disidencia. 

Segundo, transformar el Estado en un Estado Centralizado, de poder concentrado bajo 
la ilusión del Poder Popular, lo que implicaba la eliminación definitiva de la forma federal 
del Estado, imposibilitando la participación política y degradando la democracia 
representativa; todo ello, mediante la supuesta organización de la población para la 
participación en los Consejos del Poder Popular, como los Comunales, que son 
instituciones sin autonomía política alguna, cuyos miembros se pretendía declarar en la 
propia Constitución, que no fueran electos. Dichos Consejos, creados por Ley en 2006, 
están controlados desde la Jefatura del gobierno y para cuyo funcionamiento, el 
instrumento preciso es el partido socialista unificado que el Estado comenzó a crear durante 
2007.  

Tercero, transformar el Estado en un Estado de economía estatista, socialista y 
centralizada, propia de un capitalismo de Estado, con lo que se buscaba eliminar la libertad 
económica y la iniciativa privada, y desaparecía la propiedad privada, que con la reforma 
dejaban de ser derechos constitucionales, buscándose darle al Estado la propiedad de los 
medios de producción, la planificación centralizada y la posibilidad de confiscar bienes de 
las personas materialmente sin límites, configurándolo como un Estado del cual todo 
dependía, y a cuya burocracia quedaba sujeta la totalidad de la población. Ello choca, sin 
embargo, con las ideas de libertad y solidaridad social que se proclaman en la propia 
Constitución, y lo que se buscaba era sentar las bases para que el Estado sustituyera a la 
propia sociedad y a las iniciativas particulares, minimizándoselas. 

Cuarto, transformar el Estado en un Estado Policial (represivo), con la tarea 
fundamental de someter a toda la población a la doctrina oficial socialista y “bolivariana” 
que se pretendía constitucionalizar, y velar por que la misma se cumpliera en todos los 
órdenes, lo que se buscaba asegurar mediante la regulación, con acentuado carácter 
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regresivo y represivo, del ejercicio de los derechos civiles en situaciones de excepción, para 
lo cual se preveían amplios márgenes de restricción y suspensión.  

Quinto, transformar el Estado en un Estado Militarista, dado el rol que se le pretendía 
dar a la “Fuerza Armada Bolivariana” en su configuración y funcionamiento, toda sometida 
al Jefe de Estado, y con la propuesta de creación en la Constitución de la Milicia Popular 
Bolivariana como nuevo componente.7  

En definitiva, el objetivo era consolidar en el propio texto de la Constitución un Estado 
Centralizado del Poder Popular, como Estado Socialista, de economía estatal y centralizada, 
y como Estado Militarista y Policial de ideología única oficial, lo que se apartaba 
radicalmente de la concepción del Estado descentralizado, civil, social, democrático y 
pluralista de derecho y de justicia, y de economía mixta que regula la Constitución de 1999.  

Se trataba, por tanto, sin duda de una propuesta que buscaba transformar radicalmente 
al Estado y crear un nuevo ordenamiento jurídico, lo que no podía realizarse mediante el 
mecanismo de “reforma constitucional” que fue utilizado en fraude a la Constitución, sino 
que exigía, conforme a su artículo 347, que se convocara y eligiera una Asamblea Nacional 
Constituyente, lo que por supuesto, hubiera podido implicar que la reforma se le escapara 
de su control férreo.  Tan era una reforma constitucional que implicaba originar un nuevo 
texto constitucional, que la Asamblea Nacional, al sancionarla, dispuso que con la misma se 
sustituyera completamente la Constitución de 1999, ordenando a tal efecto en la 
Disposición Final que la Constitución –de haber sido aprobada por el pueblo- se imprimiera 
“íntegramente en un solo texto […] con la reforma aquí sancionada y en el correspondiente 
texto único corríjanse los artículos aplicando la nueva terminología señalada en esta 
Reforma Constitucional, en cuanto sea aplicable suprimiéndose y sustituyéndose de 
acuerdo al contenido de esta Reforma así como las firmas, fechas y demás datos de sanción 
y promulgación”. Es decir, de haberse aprobado la reforma por referendo, la Constitución 
hubiera tenido que conocerse como la “Constitución de 2007”, es decir, una Constitución 
diferente, como efectivamente resultaba de su contenido 

Esa transformación radical del Estado y la creación de un nuevo ordenamiento jurídico 
que se propuso en 2007, se insiste, de haber sido aprobada, hubiera sido, sin duda, una de 
las más sustanciales de toda la historia constitucional del país, cambiándose formalmente el 
modelo de Estado descentralizado, democrático, pluralista y social de derecho que está 
regulado en la Constitución de 1999, por el de un Estado Socialista, centralizado, policial y 
militarista, con una doctrina oficial “bolivariana” identificada como “el Socialismo del 
Siglo XXI” y un sistema económico de capitalismo de Estado.  

De haber sido aprobada la propuesta de reforma a la Constitución se habría establecido 
formalmente en Venezuela, una ideología y doctrina de Estado, de corte socialista y 
supuestamente “bolivariana”, la cual en consecuencia, a pesar de su imprecisión – y he allí 
lo más peligroso-, como doctrina “oficial” no hubiera admitido disidencia alguna. No se 
olvide que todos los ciudadanos tienen un deber constitucional esencial y es cumplir y 
hacer cumplir la Constitución (art. 131), por lo que de haberse aprobado la reforma, todos 
los ciudadanos hubieran tenido el deber de contribuir activamente en la implementación de 
la doctrina oficial del Estado. En ello no hubiera podido admitirse ni siquiera la neutralidad. 

                                                 
7  Véase Allan R. Brewer-Carías, La Reforma Constitucional de 2007 (Comentarios al Proyecto 

Inconstitucionalmente sancionado por la Asamblea Nacional el 2 de Noviembre de 2007), Colección 
Textos Legislativos, No. 43, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2007 
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Por tanto, todo pensamiento, toda expresión del pensamiento, toda acción o toda omisión 
que pudiera considerarse como contraria a la doctrina oficial socialista y “bolivariana”, o 
que simplemente la “autoridad” no considerase que contribuía a la construcción y siembra 
del socialismo, hubiera constituido una violación a un deber constitucional, y hubiera 
podido, por tanto, ser criminalizada, es decir, hubiera podido haber dado lugar a sanciones 
incluso penales. Se trataba de crear un pensamiento único, que constitucionalmente no 
hubiera admitido disidencia.  

Por lo demás, con las reformas que fueron sancionadas por la Asamblea Nacional, y 
que el pueblo rechazó en el referendo, materialmente desaparecía la democracia 
representativa y las autonomías político territoriales, que se buscaba sustituir por un 
esquema estatal centralizado supuestamente montado sobre una democracia “participativa y 
protagónica” que estaba controlada total y centralizadamente desde arriba, por el Jefe de 
Estado, en la cual quedaba proscrita toda forma de descentralización política y autonomía 
territorial, y que a la vez, restringía los mecanismos de participación política que están 
directamente regulados en la Constitución, como son  los referendos y la participación de la 
sociedad civil en los Comité de Postulaciones de altos funcionarios. 

Todo ello evidencia que las propuestas que contenía el proyecto de “reforma 
constitucional”  tocaban aspectos medulares de la organización del Estado, por lo que las 
mismas no podían ser aprobadas siguiéndose el procedimiento establecido para las  
reformas constitucionales”, sino más bien el procedimiento de convocatoria de una 
Asamblea Constituyente. Por ello, contra el procedimiento utilizado para la reforma se 
intentaron múltiples acciones de nulidad por inconstitucionalidad y amparo contra el 
inconstitucional procedimiento seguido, todas las cuales fueron declaradas inadmisibles, e 
incluso, “improponibles,” renunciando así la Jurisdicción Constitucional a controlar el 
inconstitucional proceder que escogieron tanto el Presidente de la República, como la 
Asamblea Nacional y el Consejo Nacional Electoral al convocar el referendo aprobatorio.8   

Ello, por lo demás, ya lo había anunciado la Presidenta de la Sala Constitucional el 17 
de agosto de 2007, sólo dos días después de presentado el proyecto de reforma a la 
Asamblea Nacional, adelantándose a cualquier impugnación, al declarar públicamente que 
“la Sala Constitucional no tramitará ninguna acción relacionada con las modificaciones al 
texto fundamental, hasta tanto éstas no hayan sido aprobadas por los ciudadanos en el 
referendo” agregando que “Cualquier acción debe ser presentada después del referendo 
cuando la reforma ya sea norma, porque no podemos interpretar una tentativa de norma. 
Después de que el proyecto sea una norma podríamos entrar a interpretarla y a conocer las 
acciones de nulidad"9. 

                                                 
8  Véase Allan R. Brewer-Carías, El juez constitucional vs. la supremacía constitucional. O de cómo la 

Jurisdicción Constitucional en Venezuela renunció a controlar la constitucionalidad del procedimiento 
seguido para la “reforma constitucional” sancionada por la Asamblea Nacional el 2 de noviembre de 
2007, antes de que fuera rechazada por el pueblo en el referendo del 2 de diciembre de 2007, en 
Eduardo Ferrer Mac Gregor y César de Jesús Molina Suárez (Coordinarores), El juez constitucional en el 
Siglo XXI, Universidad nacional Autónoma de México, Suprema Corte de Justicia de la Nación, México 
2009, Tomo I, pp. 385-435 

9  Véase la reseña del periodista Juan Francisco Alonso, en El Universal, Caracas 18-08-07. Esto, por lo 
demás, fue lo que decidió la Sala Constitucional en su sentencia No. de 22-11-07 (Expediente Nº 07- 
1596) al declarar “inproponible” una acción de inconstitucionalidad contra el acto de la Asamblea 
nacional sancionando la reforma constitucional, con la participción y firma de la misma Presidente de la 
Sala, quien no se inhibió a pesar de haber adelantado públicamente opinión sobre lo decidido. Por otra 
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La consecuencia de este anuncio público anticipado, com se dijo, fue la declaración 
como inadmisibles e “improponibles” por la Sala Constitucional, con la participación de su 
Presidenta quien había adelantado opinión pública en la materia, de numerosos recursos de 
amparo y nulidad que se habían interpuesto contra todos los actos de los poderes 
constituidos que había intervenido en el procedimiento de “reforma constitucional”. Entre 
dichas sentencias se puede mencionar la dictada en el caso de la acción de nulidad por 
inconstitucionalidad que la Confederación de Profesionales Universitarios de Venezuela y 
el Colegio de Abogados del Estado Carabobo presentaron contra el acto de la Asamblea 
Nacional sancionatorio del proyecto de reforma constitucional (N° 2189)  de 22 de 
noviembre de 2007 (Exp. Nº 07-1596), en la cual, luego de referirse a previas sentencias 
(Nos. 2108/2007 y 2147/2007), la Sala Constitucional precisó que “el procedimiento para la 
reforma constitucional es un “proceso complejo” que comienza con la iniciativa (artículo 
342); continúa con la discusión y aprobación, que corresponde a la Asamblea Nacional 
(artículo 343); sigue con el referendo constitucional, regulado en el artículo 344, que 
corresponde ejercerlo al pueblo “como validante definitivo de la reforma”; y, finalmente, la 
promulgación por el Presidente de la República, según lo dispuesto en el artículo 346 
constitucional”; concluyó, erradamente, afirmando que siendo “un proceso complejo de 
formación de actos normativos … se asemeja al ordinario de formación de leyes; y una de 
las coincidencias absolutas es que no se puede hablar de un acto definitivo si no se han 
cumplido todos los pasos de este trámite procedimental”; y que dicho procedimiento 
complejo, “no causa gravamen hasta tanto no exteriorice sus efectos (mediante la 
promulgación y publicación en Gaceta Oficial)”.  

Con base en estas erradas premisas, confundiendo el proceso de reforma constitucional 
con el procedimiento de formación de las leyes, la Sala Constitucional renunció por tanto, 
en contra del principio de la universalidad del control, a ejercer el control de 
constitucionalidad respecto del acto definitivo de iniciativa presidencial al presentar el 
proyecto de reforma ante la Asamblea Nacional; del acto definitivo de la Asamblea 
Nacional al sancionar el proyecto de reforma constitucional y del acto definitivo del 
Consejo Nacional Electoral que lo sometió a referendo, considerando que “mientras el 
proyecto de reforma esté en proceso de trámite no es susceptible de control jurisdiccional, 
salvo que el proceso de reforma “aborte” en alguna de esas etapas sucesivas y no se 

                                                                                                                                                     
parte, luego de varias solicitudes de recursos de interpretación sobre el artículo 342 de la Constitución, y 
de nulidad del acto sancionatorio de la reforma por la Asamblea Nacional, con motivo de la recusación 
que efectuaron los peticionantes contra la Presidenta de la Sala por estar comprometida su imparcialidad 
en la materia al haber formado parte de la Comisión Presidencial para la Reforma Constitucional, en 
decisión de 01-11-07, el magistrado Jesús Eduardo Cabrera de la misma Sala, decidió que de la lectura 
del Decreto de creación del Consejo de Reforma (art. 5), “se desprende que la Secretaria Ejecutiva, 
cumplía funciones administrativas y no de redacción, corredacción, o ponencia sobre el contenido de un 
anteproyecto de reforma constitucional;  por  lo  que  la  Dra.  Luisa  Estella  Morales  Lamuño  no es –
necesariamente- promovente del “Proyecto de Reforma Constitucional” que ha presentado el Presidente 
de la República,  y los recusantes no señalan cuál aporte de la Secretaria Ejecutiva fue incorporado al 
Proyecto de Reforma, ni siquiera alguno que haga presumir la intervención de la Dra. Morales”; 
agregando que “Además, por ser parte del Consejo Presidencial, la Secretaria Ejecutiva no está dando 
ninguna recomendación sobre el juicio de nulidad de que trata esta causa, ya que nada ha manifestado en 
ese sentido, ni se le imputa declaración alguna de su parte que adelante opinión sobre la 
inconstitucionalidad denunciada en esta causa”. Véase también, la Reseña periodística de JFA, El 
Universal, Caracas 2-11-07. Posteriormente, en sentencia de 22-11-07, el mismo Magistrado Cabrera 
declaró sin lugar otra recusación contra la Presidenta de la Sala por motivos similares (Exp. 07-1597). 
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perfeccione el acto normativo (Vid. sentencia Nº 2147 del 13 de noviembre de 2007, caso: 
Rafael Ángel Briceño)”; y concluyendo que “el proyecto de reforma constitucional 
sancionado por la Asamblea Nacional el día 2 de noviembre de 2007, al tratarse de un acto 
normativo no perfeccionado, no puede producir efectos jurídicos externos y, por lo tanto, 
no es posible controlar jurisdiccionalmente a priori su contenido”. De todo estos ilógicos 
argumentos, la Sala concluyó declarando “improponible en derecho la presente acción 
popular de inconstitucionalidad”. 10  

Al contrario de la afirmado por la Sala, sin embargo, cuando las Constituciones han 
establecido precisos procedimientos que los poderes constituidos, cuando ejercen funciones 
de poder constituyente derivado, deben seguir para la revisión constitucional, los cuales se 
constituyen en límites constitucionales adjetivos o procedimientales para la revisión 
constitucional, la consecuencia lógica de estas regulaciones y obligación de sometimiento a 
la Constitución, es precisamente que el cumplimiento de dichos procedimientos de reforma 
o enmienda constitucional por los órganos del poder constituidos, dado el principio de la 
supremacía constitucional, debe y tiene que estar sujeto a control de constitucionalidad por 
parte de los órganos de la Jurisdicción Constitucional antes de que se manifieste la voluntad 
popular, es decir, antes de que se manifieste el poder constituyente originario.11 Es absurdo 
pretender, en cambio, que una vez efectuado un referendo, es decir, manifestado el poder 
constituyente originario, un órgano del poder constituido como es la Sala Constitucional del 
Tribunal Supremo, pueda pretender ejercer el control de constitucionalidad de la voluntad 
popular, es decir, del poder constituyente originario, que es el pueblo, manifestada en 
referendo. 

La propuesta de Reforma Constitucional de 2007, en todo caso, luego de haber sido 
sometida a referendo aprobatorio el 2 de diciembre de 2007, fue abrumadoramente 
rechazada por el pueblo.12 Ello no impidió, sin embargo, su sistemática implementación por 

                                                 
10  Véase sobre todas las referidas sentencias los comentarios en Allan R. Brewer-Carías, El juez 

constitucional vs. la supremacía constitucional. O de cómo la Jurisdicción Constitucional en Venezuela 
renunció a controlar la constitucionalidad del procedimiento seguido para la “reforma constitucional” 
sancionada por la Asamblea Nacional el 2 de noviembre de 2007, antes de que fuera rechazada por el 
pueblo en el referendo del 2 de diciembre de 2007, en Eduardo Ferrer Mac Gregor y César de Jesús 
Molina Suárez (Coordinarores), El juez constitucional en el Siglo XXI, Universidad nacional Autónoma 
de México, Suprema Corte de Justicia de la Nación, México 2009, Tomo I, pp. 385-435 

11  Véase sobre el control de constitucionalidad de las reformas constitucionales en Allan R. Brewer-Carías, 
“La reforma constitucional en América Latina y el control de constitucionalidad”, en Reforma de la 
Constitución y control de constitucionalidad. Congreso Internacional, Pontificia Universidad Javeriana, 
Bogotá Colombia, junio 14 al 17 de 2005, Bogotá, 2005, pp. 108-159 

12  El proyecto de reforma constitucional sólo recibió el voto favorable del 28% de los votantes inscritos en 
el Registro Electoral. Como aún en julio de 2008 no se conocen los resultados definitivos de la votación 
en el referendo, si sólo se toma en cuenta los resultados anunciados por el Consejo Nacional Electoral el 
día 2 de diciembre de 2007 en la noche, del un universo de más de 16 millones de electores inscritos, 
sólo acudieron a votar 9 millones doscientos mil votantes, lo que significó un 44% de abstención; y de 
los electores que votaron, sólo votaron por aprobar la reforma (voto SI), 4 millones trescientos mil 
votantes, lo que equivale sólo al 28 % del universo de los electores inscritos en el Registro Electoral o al 
49,2% de los electores que fueron a votar. En dicho referendo, por tanto, en realidad, no fue que 
“triunfó” el voto NO por poco margen, sino que lo que ocurrió fue que la propuesta de reforma fue 
rechazada por el 72% de los electores inscritos, quienes votaron por el NO (50,7%) o simplemente no 
acudieron a votar para aprobar la reforma. 
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el régimen autoritario, en fraude a la Constitución y, además, en fraude a la voluntad 
popular. 

III.  LA ENMIENDA CONSTITUCIONAL DE 2009, Y EL INCONSTITUCIONAL 
PROCEDIMIENTO UTILIZADO PARA APROBARLA, CON LA ANUENCIA 
DE LA JURISDICCIÓN CONSTITUCIONAL 

Una de las “reformas constitucionales” que contenía el proyecto de reforma 
constitucional de 2007, y que como todas fue rechazada por el voto popular, fue la que 
pretendía acentuar el presidencialismo y la concentración del poder mediante la reforma del 
artículo 230 de la Constitución con el objeto de establecer la posibilidad de la reelección 
indefinida del Presidente de la República, que afectaba el principio de la alternabilidad 
republicana del gobierno, y el aumento de su período constitucional de 6 a 7 años.  Dicha 
“reforma constitucional,” una vez que fue rechazada por el pueblo, conforme a artículo 345 
de la Constitución, no se podía volver a presentar de nuevo ante la Asamblea Nacional 
durante “el mismo período constitucional,” lo que implicaba que dicha reforma sobre la 
elección presidencial no se podía volver a presentar en el período constitucional 2007-2013; 
y tampoco podía presentarse de nuevo dicha reforma utilizando la vía de la “enmienda 
constitucional” pues tocaba principios fundamentales del gobierno democrático. 

Pero nada de ello importó, habiendo correspondido a la Sala Constitucional del 
Tribunal Supremo de Justicia en decisión No 53 de 3 de febrero de 2009,13 allanar el 
camino constitucional para la aprobación popular mediante referendo aprobatorio que se 
realizó el 15 de febrero de 2009, de una “Enmienda Constitucional” relativa al mismo 
artículo 230 de la Constitución (y además de los artículos 160, 162, 174 y 192 y 230) para 
establecer el principio de la reelección continua del Presidente de la República y de todos 
cargos electivos, contrariando el principio constitucional de la alternabilidad republicana 
(art. 6), y violando la prohibición constitucional de realizar una consulta popular sobre 
“reformas” a la Constitución ya rechazadas por el pueblo en un mismo período 
constitucional (art. 345). 

La Sala Constitucional, en efecto, sobre el primer aspecto, de la prohibición 
constitucional de poder someter de nuevo a consulta popular, una reforma rechazada por el 
pueblo, durante el mismo período constitucional, olvidó que el propósito de la misma está 
dirigido a regular los efectos de la voluntad popular expresada mediante referendo, en el 
sentido de que no se debe consultar al pueblo, de nuevo, la misma modificación 
constitucional que el pueblo ya ha rechazado en un mismo período constitucional. Al 
contrario, la Sala Constitucional confundiendo el sentido de la prohibición del artículo 345 
de la Constitución, sostuvo que la misma no estaba destinada a regular los efectos de la 
manifestación de rechazo popular de la reforma propuesta, sino que sólo dirigida a regular a 
la Asamblea Nacional, en el sentido de que lo que no podría era exigírsele que debatiera 
una reforma constitucional una vez que ya la había debatido en el mismo período 
                                                 
13  Véase la sentencia nº 53, de la Sala Constitucional de 2 de febrero de 2009 (Caso: Interpretación de los 

artículos 340,6 y 345 de la Constitución), en http:/www.tsj.gov.ve/decisions/scon/Febrero/ 53-3209-
2009-08-1610.html . Véase sobre esta sentencia, Allan R. Brewer-Carías, “La Sala Constitucional vs. el 
derecho ciudadano a la revocatoria de mandatos populares: de cómo un referendo revocatorio fue 
inconstitucionalmente convertido en un “referendo ratificatorio”, publicado en el libro Crónica sobre la 
“in” justicia constitucional. La Sala Constitucional y el autoritarismo en Venezuela, Colección Instituto 
de Derecho Público, Universidad Central de Venezuela, No. 2, Caracas 2007,  Allan pp. 349-378.   
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constitucional y había sido rechazada por el pueblo. La Sala olvidó que la norma 
constitucional, a lo que estaba dirigida, era a regular las consultas a la voluntad popular en 
materia de modificación de la Constitución y sus efectos, y no los efectos de los debates en 
la Asamblea Nacional.  

Lo importante de la prohibición establecida en un Título de la Constitución relativo a la 
“Reforma Constitucional” que en Venezuela sólo puede realizarse con la participación del 
pueblo, es que la misma se refiere precisamente a los efectos de la expresión de la voluntad 
popular que es manifestación del poder constituyente originario, y no a los efectos del 
debate que pueda haber habido en la Asamblea Nacional en la materia, que no es poder 
constituyente, ni siquiera derivado, ya que no puede haber modificación constitucional 
alguna sin aprobación popular.  

La decisión de la Sala Constitucional fue una nueva burla a la Constitución al ignorar la 
prohibición de sucesivas consultas populares, basándose en dos artilugios que se utilizaron 
en ese caso de la Enmienda 2008-2009: primero, el utilizado por la Asamblea Nacional, en 
su iniciativa de Enmienda, al extenderla a otros artículos constitucionales además del 230, 
para tratar de diferenciar la Enmienda de 2008-2009 de la rechazada Reforma 
Constitucional de 2007; y segundo, el utilizado por la Sala Constitucional al considerar que 
la prohibición constitucional de consultar al pueblo sobre reformas rechazadas era sólo 
formal respecto de las discusiones en la Asamblea Nacional, ignorando su propósito 
esencial de respetar la voluntad popular una vez que esta se ha expresado en forma negativa 
respecto de una modificación de la Constitución. Esa voluntad había que respetarla, que era 
lo que perseguía la Constitución, por lo que una vez que el pueblo se manifestó rechazando 
la modificación al texto constitucional en 2007 no se lo podía convocarlo sucesivamente sin 
límites en el mismo período constitucional para volver a pronunciarse sobre lo mismo. Sin 
embargo, con base en la decisión de la Sala Constitucional, en febrero de 2009 bajo la 
iniciativa de ‘la Asamblea Nacional el Consejo nacional Electoral sometió la Enmienda 
Constitucional No. 1 al voto popular, la cual fue aprobada,14 en burla  a la Constitución 

Pero aparte de esa burla a la prohibición constitucional, en la misma sentencia, la Sala 
Constitucional procedió a mutar ilegítimamente la Constitución, eliminando el carácter de 
principio fundamental del gobierno que además de “democrático” y “electivo” conforme al 
artículo 6 de la Constitución, debe ser siempre “alternativo,” considerando que dicho 
principio no se alteraba con la reforma propuesta en la Enmienda Constitucional de 200915 
que estableció la posibilidad de la reelección continua y sin límites de los cargos electivos 
alterando un principio fundamental del constitucionalismo venezolano establecido desde 
1830 en casi todas las Constituciones, que es el de la “alternabilidad” en el gobierno, y que 
en el artículo 6 de la Constitución de 1999 se formula como uno de los principios 
fundamentales del mismo, con una formula que lo convierte en una de las llamadas 
“cláusulas pétreas” o inmodificables. Dispone la norma que “El gobierno es y será siempre 
[…] alternativo […]”, lo que implica que ello nunca podría ser alterado. Esa fue la voluntad 
del pueblo al aprobar la Constitución en 1999. Recuérdese por lo demás, que ese principio 

                                                 
14  Véase en Gaceta Oficial No. 5908 Extra de 19-02-2009. 
15  Véase los comentarios sobre esta sentencia en Allan R. Brewer-Carías, “El Juez Constitucional vs. La 

alternabilidad republicana (La reelección continua e indefinida), en  Revista de Derecho Público, No. 
117, (enero-marzo 2009), Caracas 2009, pp. 205-211. Publicado también en 
http://www.analitica.com/va/politica/opinion/6273405.asp  



 12 

fue incorporado como reacción al continuismo en el poder y entre otros aspectos, con base 
en la propia “doctrina de Simón Bolívar” en la cual la República se fundamenta conforme 
al artículo 1 de la Constitución, al expresar en su Discurso de Angostura que: 

“…La continuación de la autoridad en un mismo individuo frecuentemente ha sido 
el término de los gobiernos democráticos. Las repetidas elecciones son esenciales en 
los sistemas populares, porque nada es tan peligroso como dejar permanecer largo 
tiempo en un mismo ciudadano el poder. El pueblo se acostumbra a obedecerle y él se 
acostumbra a mandarlo; de donde se origina la usurpación y la tiranía […] nuestros 
ciudadanos deben temer con sobrada justicia que el mismo Magistrado, que los ha 
mandado mucho tiempo, los mande perpetuamente.”16.  

De acuerdo con esta doctrina, en el constitucionalismo venezolano, la palabra usada al 
expresar el principio del gobierno “alternativo” o de la “alternabilidad” en el poder, siempre 
ha tenido el significado que la misma tiene en castellano cuando se refiere a cargos, y que 
implica la idea de que las personas deben turnarse sucesivamente en los cargos o que los 
cargos deben desempeñarse por turnos (Diccionario de la Real Academia Española).17  
Como lo señaló la Sala Electoral del Tribunal Supremo de Justicia en sentencia nº 51 de 18-
3-2002, alternabilidad significa “el ejercicio sucesivo de un cargo por personas distintas, 
pertenezcan o no a un mismo partido.” El principio de “gobierno alternativo,” por tanto, no 
es equivalente al de “gobierno electivo.” La elección es una cosa, y la necesidad de que las 
personas se turnen en los cargos es otra.  

Ha sido este principio de la alternabilidad, como principio fundamental del 
constitucionalismo venezolano, el que ha implicado la inclusión en las Constituciones de 
limitaciones a las posibilidades de reelección en cargos electivos. Así sucedió en casi todas 
nuestras Constituciones, como las de 1830, 1858, 1864, 1874, 1881, 1891, 1893, 1901, 
1904, 1909, 1936, 1845 y 194718  en las que se estableció, por ejemplo, la prohibición de la 
reelección del Presidente de la República para el período constitucional inmediato. En la 
historia constitucional del país, en realidad, la prohibición de la reelección presidencial 
inmediata solamente dejó de establecerse en las Constituciones de los gobiernos 
autoritarios: en la efímera Constitución de 1857; en las Constituciones de Juan Vicente 
Gómez de 1914, 1922, 1925, 1928, 1929 y 1931, y en la Constitución de Marcos Pérez 
Jiménez de 1953.La prohibición, en cambio, respecto del Presidente de la República, en el 
período democrático iniciado en 195819 fue más amplia y se extendió en la Constitución de 
1961 a los dos períodos siguientes (10 años). La flexibilización del principio, en cambio, se 
produjo en la Constitución de 1999, en la cual se permitió la posibilidad de reelección 
presidencial de inmediato y por una sola vez, para un nuevo período. Conforme a ella, fue 
que se reeligió al Presidente Chávez en 2006, y a pesar de que fue sancionada por una 
Asamblea Nacional Constituyente enteramente controlada por él, diez años después el 
mismo Presidente ya reelecto, fue quien propuso reformarla.  Sin embargo, como se dijo, 

                                                 
16  Véase en Simón Bolívar, Escritos Fundamentales, Caracas, 1982. 

17  Véase el Voto Salvado a la sentencia nº 53, de la Sala Constitucional de 2 de febrero de 2009 (Caso: 
Interpretación de los artículos 340,6 y 345 de la Constitución), en http:/www.tsj.gov.ve/ 
decisions/scon/Febrero/53-3209-2009-08-1610.html   

18  Véase el texto de todas las Constituciones en Allan R. Brewer-Carías, Las Constituciones de Venezuela, 
2 vols., Academia de Ciencias Políticas y Sociales, Caracas 2008.  

19  Ver Allan R. Brewer-Carías, Historia Constitucional de Venezuela, 2 vols., Editorial Alfa, Caracas 2008. 
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alternabilidad del gobierno es un principio histórico del constitucionalismo venezolano y 
además, propio de los sistemas presidenciales de gobierno, que se opone al continuismo o a 
la permanencia en el poder por una misma persona, por lo que toda previsión que permita 
que esto ocurra, es contraria a dicho principio.  

Este principio, por tanto, no se puede confundir con el principio “electivo” del gobierno 
o el más general principio “democrático” que el mismo artículo 6 de la Constitución 
establece. Una cosa es poder elegir a los gobernantes, y otra cosa es el principio de 
alternabilidad que impide poder escoger al mismo gobernante ilimitadamente. 

Es contrario a la Constitución, por tanto, interpretar, como lo hizo la Sala 
Constitucional en su sentencia nº 53 de 3 de febrero de 2009, que el principio de la 
alternabilidad “lo que exige es que el pueblo como titular de la soberanía tenga la 
posibilidad periódica de escoger sus mandatarios o representantes”, confundiendo 
“gobierno alternativo” con “gobierno electivo.” Por ello es falso lo que afirmó la Sala 
Constitucional en el sentido de que “sólo se infringiría el mismo si se impide esta 
posibilidad al evitar o no realizar las elecciones”. Con su sentencia, la Sala Constitucional 
de nuevo lo que hizo fue mutar ilegítimamente el texto de la Constitución, y al contrario de 
lo que afirmó, la eliminación de la causal de inelegibilidad para el ejercicio de cargos 
públicos derivada de su ejercicio previo por parte de cualquier ciudadano, sí trastocó el 
principio de alternabilidad en el ejercicio del poder. 

Se insiste, lo expuesto por la Sala Constitucional se refirió al principio de gobierno 
“electivo” que en los términos del mismo artículo 6 de la Constitución, es el que implica 
que “el electorado, como actor fundamental del proceso democrático, acuda a procesos 
comiciales periódicamente en los que compitan, en igualdad de condiciones, las diversas 
opciones políticas que integran el cuerpo social;” pero no al principio de gobierno 
“alternativo” que implica que no se pueda elegir indefinidamente una misma persona para 
el mismo cargo, así haya hecho un “buen gobierno.” El principio de la alternabilidad, para 
evitar el continuismo en el poder, precisamente implica la limitación que el pueblo, como 
poder constituyente originario, se ha impuesto a si mismo, en cuanto a que supuestamente 
pueda tener la “oportunidad de decidir entre recompensar a quienes estime como sus 
mejores gobernantes, o bien renovar completamente las estructuras del poder cuando su 
desempeño haya sido pobre.” Esta supuesta “oportunidad,” por el principio de la 
alternabilidad en la Constitución, pudo ejercerse antes de 1999, sólo después de que, en sus 
casos, transcurrieron uno o dos períodos constitucionales siguientes al ejercicio de la 
Presidencia por quien pretendiera de nuevo optar a dicho cargo, y en la Constitución de 
1999 sólo ocurrió en 2006, por una sola vez para un período inmediato, mediante la 
reelección ya efectuada del Presidente Chávez. Pero establecer dicha “oportunidad” como 
reelección continua, sin límite, sería contrario al principio de la alternabilidad.  

Por tanto, al contrario de que decidió la Sala Constitucional, la posibilidad de 
reelección continúa sí alteraba el principio fundamental del gobierno “alternativo”, que es 
uno de los valores democráticos que informan nuestro ordenamiento jurídico. Dicho 
principio, que se alteraba si se establecía la posibilidad de elección continua de cargos 
electivos y que es distinto del principio del gobierno “electivo,” al tener una formulación 
pétrea en el artículo 6 de la Constitución (es y será siempre) no podía ser objeto de 
modificación constitucional alguna, y en el supuesto negado de que pudiera ser modificado, 
ello ni siquiera podía hacerse por los procedimientos de Enmienda ni de Reforma 
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Constitucional, y en realidad, sólo mediante la convocatoria de una Asamblea Nacional 
Constituyente.   

La Sala Constitucional, sin embargo, con su sentencia nº 53 de 3 ew febrero de 2009, 
una vez más al servicio del autoritarismo, mutó la Constitución a través de una 
interpretación, modificando ilegítimamente el sentido del principio del gobierno 
‘alternativo” que los venezolanos dispusieron que siempre debía regir sus gobiernos, 
obviando la prohibición constitucional de que se pudiera consultar en un mismo período 
constitucional, la voluntad popular sobre modificaciones constitucionales que ya el pueblo 
ha rechazado. La inconstitucional sentencia, en todo caso, lo que tuvo por objeto fue 
despejar el camino para que el régimen autoritario pudiera someter a referendo la Enmienda 
Constitucional No. 1  relativa a un principio fundamental, pétreo, de la Constitución, que 
sólo podía modificarse mediante la convocatoria a una Asamblea Nacional Constituyente. 

En todo caso, mediante estos artilugios interpretativos y constitucionales utilizados por 
el régimen autoritario, con la complicidad de la Sala Constitucional, una de las “reformas 
constitucionales” rechazadas por el pueblo en 2007 (la posibilidad de reelección 
presidencial indefinida), fue implementada mediante esta Enmienda Constitucional No. 1. 
de 2009. 

IV. LA INCONSTITUCIONAL IMPLEMENTACIÓN DE LA RECHAZADA 
REFORMA CONSTITUCIONAL DE 2007 POR PARTE DE LA 
JURISDICCIÓN CONSTITUCIONAL MEDIANTE MUTACIONES 
CONSTITUCIONALES ILEGÍTIMAS 

Además, la rechazada la reforma constitucional de 2007, ha sido parcialmente 
implementada por la misma Sala Constitucional mediante interpretaciones constitucionales 
establecidas con carácter vinculante, mutando la Constitución, en fraude a la misma,20 en 
general, al decidir recursos autónomos de interpretación abstracta de la Constitución, el 
cual sin haber estado dentro de sus atribuciones constitucionales, la propia Sala lo creó en 
una de sus sentencias.21     

En efecto, entre las “reformas constitucionales” propuestas en 2007 y que fueron 
rechazadas por el pueblo en el referendo del 7 de diciembre de 2007, estaban entre otras, la 
reforma del artículo 164.10 de la Constitución para modificar la forma federal del Estado al 
eliminar, entre otras, la “competencia exclusiva” de los Estados de la federación, para la 
conservación, administración y aprovechamiento de carreteras y autopistas nacionales, así 
como de puertos y aeropuertos de uso comercial, en coordinación con el Poder Nacional; la 
reforma del artículo 67, para eliminar la prohibición constitucional al financiamiento de las 

                                                 
20  Véase Allan R. Brewer-Carías, “El juez constitucional al servicio del autoritarismo y la ilegítima 

mutación de la Constitución: el caso de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia de 
Venezuela (1999-2009)”, en IUSTEL, Revista General de Derecho Administrativo, No. 21, Madrid junio 
2009. 

21  Véase Allan R. Brewer-Carías, “La ilegítima mutación de la constitución por el juez constitucional: la 
inconstitucional ampliación y modificación de su propia competencia en materia de control de 
constitucionalidad,” en Libro Homenaje a Josefina Calcaño de Temeltas. Fundación de Estudios de 
Derecho Administrativo (FUNEDA), Caracas 2009, pp. 319-362. Véase igualmente, Allan R. Brewer-
Carías, “Quis Custodiet Ipsos Custodes: De la interpretación constitucional a la inconstitucionalidad de 
la interpretación”, en Revista de Derecho Público, No 105, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2006, 
pp. 7-27. 
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asociaciones con fines políticos con fondos provenientes del Estado; la reforma del artículo 
23 para eliminar el rango constitucional de los tratados internacionales en materia de 
derechos humanos y su aplicación inmediata; la reforma del artículo 31 para eliminar el 
derecho de acceso a la protección internacional de los derechos humanos; y la reforma del 
artículo 72 sobre referendos revocatorios. 

Estas y todas las reformas propuestas, como se dijo, fueron rechazadas en el referendo 
del 2 de diciembre de 2007, por lo que las normas constitucionales pertinentes quedaron 
con la misma redacción que tienen en la Constitución de 1999, estableciendo lo que 
establecen, y diciendo lo que dicen, sin que exista duda alguna sobre su redacción o 
sentido. La claridad de las normas fue lo que originó, precisamente, que el régimen 
autoritario propusiera las reformas constitucionales que precisamente fueron rechazadas por 
el pueblo. 

Sin embargo, en fraude a la Constitución, el régimen autoritario, burlado la voluntad 
popular y en fraude a la misma, logró efectuar las mismas modificaciones constitucionales 
rechazadas pero utilizando para ello al Juez Constitucional, que ha estado a su servicio,22 el 
cual mediante “mutaciones constitucionales” efectuada por la vía de la “interpretación” 
constitucional, sin cambiar formalmente el texto de la Constitución,23 en diversas e 
ilegítimas sentencias dictadas a partir de 2008, ha cambiado el contenido de las normas 
constitucionales pertinentes, y ha resuelto al contrario de lo establecido en la Constitución, 
que la “competencia exclusiva” de los Estados antes mencionada, ya no es una competencia 
exclusiva, sino concurrente y sujeta a la voluntad del Ejecutivo Nacional, el cual puede 
intervenirla y reasumirla; que la prohibición de financiar con fondos públicos a las 
asociaciones con fines políticos, ya no es tal, reduciendo la prohibición de la norma a sólo 
financiar el “funcionamiento interno” de los partidos, pero estableciendo, en cambio, que 
las actividades electorales de los mismos si son financiables por el Estado, por lo que la 
norma que dejó entonces de ser prohibitiva; que los tratados internacionales sobre derechos 
humanos no tienen prevalencia sobre el derecho interno sino sólo cuando la sala 
Constitucional lo decida, y que no tienen aplicación inmediata por los jueces; que sólo los 
tribunales nacionales pueden controlar las violaciones a derechos humanos, siendo las 
sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos inejecutables en Venezuela; y 
que el referendo revocatorio ha pasado a ser un “referendo ratificatorio” no previsto en la 
Constitución.   

Para dictar las sentencias mencionadas, la Jurisdicción Constitucional no sólo 
desconoció el principio de la supremacía constitucional que se impone a todos los órganos 
del Estado, incluyendo al Juez Constitucional, sino que ejerció ilegítimamente su potestad 
de interpretación de la Constitución para mutarla, es decir, modificarla sin alterar su texto. 

 

                                                 
22  Véase Allan R. Brewer-Carías,  Crónica sobre la “In” Justicia Constitucional. La Sala Constitucional y 

el autoritarismo en Venezuela, Caracas 2007. 
23  Una mutación constitucional ocurre cuando se modifica el contenido de una norma constitucional de tal 

forma que aún cuando la misma conserva su contenido, recibe una significación diferente. Véase 
Salvador O. Nava Gomar, “Interpretación, mutación y reforma de la Constitución. Tres extractos” en 
Eduardo Ferrer Mac-Gregor (coordinador), Interpretación Constitucional, Tomo II, Ed. Porrúa, 
Universidad Nacional Autónoma de México, México 2005, pp. 804 ss. Véase en general sobre el tema, 
Konrad  Hesse, “Límites a la mutación constitucional”, en Escritos de derecho constitucional, Centro de 
Estudios Constitucionales, Madrid 1992. 
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1. La modificación de del sistema federal de distribución de competencias entre los 

niveles territoriales de  los Poderes Públicos 

El artículo 4 de la Constitución de 1999 declara que “la República Bolivariana de 
Venezuela es un Estado federal descentralizado en los términos consagrados en esta 
Constitución.” Con ello, y a pesar de las contradicciones en que incurre la Constitución que 
permiten calificar la forma de Estado como la de una “federación Centralizada”,”24 en la 
misma se prevé un núcleo esencial de distribución de competencias entre los niveles 
territoriales, municipal, estadal y nacional, que no puede cambiarse sino mediante una 
reforma constitucional (artículos 136, 156, 164, 178 y 179).25  

Específicamente, en materia de infraestructura para la circulación y el transporte, la 
Constitución establece que corresponde en forma exclusiva a los Estados, “La 
conservación, administración y aprovechamiento de carreteras y autopistas nacionales... en 
coordinación con el Poder Nacional;” competencia que deben ejercer sujetos a “la 
coordinación con el Poder Nacional,” que éste debe regular. 

Este tema de la forma federal del Estado y de la distribución territorial de competencias 
establecidas en los artículos 156 y 164 de la Constitución, como se dijo, fue uno de los que 
se quiso cambiar con la rechazada “reforma constitucional” de 2007, terminando de 
centralizar materialmente todas las competencias del Poder Público en el nivel nacional; 

particularmente con la “nacionalización” de la referida competencia exclusiva de los 
Estados. Al haber sido rechazada la reforma constitucional de 2007, entonces, la 
competencia de los Estados establecida en el referido artículo 164,10 de la Constitución, 
quedó sin modificación.   

Sin embargo, la Sala Constitucional, mediante sentencia No. 565 de 15 de abril de 
200826, dictada con motivo de decidir un recurso autónomo de interpretación de dicho 
artículo formulado por el  Procurador General de la República, pura y simplemente ha  
modificado el contenido de esta norma constitucional y dispuso, como interpretación 
vinculante de la misma, que esa “competencia exclusiva” no es tal competencia exclusiva, 
                                                 
24  Véase nuestros estudios sobre el tema, elaborados apenas la Constitución fue sancionada: Allan R. 

Brewer-Carías, Federalismo y Municipalismo en la Constitución de 1999 (Alcance de una reforma 
insuficiente y regresiva), Editorial Jurídica Venezolana, Caracas-San Cristóbal 2001; “El Estado federal 
descentralizado y la centralización de la federación en Venezuela. Situación y perspectiva de una 
contradicción constitucional” en Diego Valadés y José María Serna de la Garza (Coordinadores), 
Federalismo y regionalismo, Universidad Nacional Autónoma de México, Tribunal Superior de Justicia 
del Estado de Puebla, Instituto de Investigaciones Jurídicas, Serie Doctrina Jurídica Nº 229, México 
2005, pp. 717-750 

25  Véase Allan R. Brewer-Carías, “Consideraciones sobre el régimen de distribución de competencias del 
Poder Público en la Constitución de 1999” en Fernando Parra Aranguren y Armando Rodríguez García 
Editores, Estudios de Derecho Administrativo. Libro Homenaje a la Universidad Central de Venezuela, 
Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas, con ocasión del Vigésimo Aniversario del Curso de 
Especialización en Derecho Administrativo, Tomo I, Tribunal Supremo de Justicia, Colección Libros 
Homenaje Nº 2, Caracas 2001, pp. 107-136. 

26  Cfr. Sentencia de la Sala Constitucional , n° 565 , caso Procuradora General de la República, recurso de 
interpretación del artículo 164.10 de la Constitución de 1999 de fecha 15 de Abril de 2008, en 
http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Abril/565-150408-07-1108.htm . Véase mis comentarios sobre 
esta sentencia, en Allan R. Brewer-Carías, “La Sala Constitucional como poder constituyente: la 
modificación de la forma federal del estado  y del sistema constitucional de división territorial del poder 
público, en Revista de Derecho Público, No. 114, (abril-junio 2008), Editorial Jurídica Venezolana, 
Caracas 2008, pp. 247-262 
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sino una competencia concurrente y que, incluso, el Poder Nacional puede revertirla a su 
favor eliminando toda competencia de los Estados.   

La Sala Constitucional, en efecto, decidió que la Administración Nacional “en ejercicio 
de la potestad de coordinación pueda asumir directamente la conservación, administración 
y el aprovechamiento de las carreteras y autopistas nacionales, así como los puertos y 
aeropuertos de uso comercial,”, y que “corresponde al Ejecutivo Nacional por órgano del 
Presidente de la República en Consejo de Ministros, decretar la intervención para asumir la 
prestación de servicios y bienes de las carreteras y autopistas nacionales, así como los 
puertos y aeropuertos de uso comercial,” en aquellos casos que la prestación del servicio 
“por parte de los Estados es deficiente o inexistente.”   

Con esta interpretación, lo que el Juez Constitucional hizo fue mutar el texto 
constitucional usurpando la soberanía popular a la cual está reservado el poder 
constituyente, cambiado la forma federal del Estado al trastocar el sistema de distribución 
territorial de competencias entre el Poder Nacional y los Estados, y en particular 
“nacionalizando,” contra lo que expresamente dispone la Constitución, competencias 
atribuidas en forma exclusiva a los Estados. La reforma constitucional de 2007 que fue 
rechazada por el pueblo, en fraude a la Constitución, y a solicitud del representante del 
Poder Nacional (Procurador General de la República) fundamentándose en la existencia de 
una supuesta “incertidumbre jurídica en cuanto al alcance y límites de su competencia” que 
existía en el Ministerio de Infraestructura.”  El Procurador General de la República, en 
efecto, consideró que la norma “no era lo suficientemente clara para lograr establecer de 
una forma eficiente y precisa el ámbito y forma de actuación del Ejecutivo Nacional, 
respecto a la coordinación con los Estados de la administración, conservación y 
aprovechamiento de carreteras y autopistas nacionales, así como de puertos y aeropuertos 
de uso comercial.”  

El resultado de la petición de interpretación, fue que la Sala Constitucional, de oficio, 
reformó la Constitución, y pura y simplemente, eliminó la competencia exclusiva de los 
Estados en la materia, y la convirtió en una competencia concurrente sujeta a la técnica 
puntual de “descentralización” que puede ser intervenida, revertida y reasumida por el 
Poder Nacional. Después de una ilegítima “modificación constitucional” de esta naturaleza, 
realizada mediante interpretación vinculante, que trastocó el orden jurídico o, como lo dijo 
la propia Sala, la misma “genera una necesaria revisión y modificación de gran alcance y 
magnitud del sistema legal vigente.” Por supuesto, después de lo que hizo, la Sala 
Constitucional no pudo concluir en otra forma que no fuera advirtiendo “de oficio y por 
razones de orden público constitucional, … que el contenido de la presente decisión debe 
generar una necesaria revisión y modificación del ordenamiento jurídico legal vigente,” 
para lo cual exhortó a la Asamblea Nacional que “proceda a la revisión y correspondiente 
modificación de la normativa legal vinculada con la interpretación vinculante establecida 
en la presente decisión27, en orden a establecer una regulación legal congruente con los 
principios constitucionales y derivada de la interpretación efectuada por esta Sala en 
ejercicio de sus competencias.” Es decir, la Sala conminó al legislador a legislar en contra 

                                                 
27  De ello resultó, según la sentencia, “la necesaria revisión general de la Ley Orgánica de 

Descentralización, Delimitación y Transferencia de Competencias del Poder Público, Ley General de 
Puertos y la Ley de Aeronáutica Civil, sin perjuicio de la necesaria consideración de otros textos legales 
para adecuar su contenido a la vigente interpretación.” 
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de la Constitución de 1999, y conforme a una ilegítima modificación constitucional de la 
misma impuesta por la propia Sala. Ello provocó que después del triunfo electoral de la 
oposición en Estados y Municipios claves, desplazando los Gobernadores oficialistas en las 
elecciones de diciembre de 2008, la Asamblea Nacional muy diligentemente reformara en 
marzo de 2009, entre otras, la Ley Orgánica de Descentralización, Delimitación y 
Transferencia de Competencias del Poder Público,28 a los efectos de eliminar las 
competencias exclusivas de los Estrados establecidas en los ordinales 3 y 5 del artículo 11 
de dicha Ley, agregando dos nuevas normas en dicha Ley en las cuales se dispone que “el 
Poder Público Nacional por órgano del Ejecutivo Nacional, podrá revertir por razones 
estratégicas, de mérito, oportunidad o conveniencia, la transferencia de las competencias 
concedidas a los estados, para la conservación, administración y aprovechamiento de los 
bienes o servicios considerados de interés público general, conforme con lo previsto en el 
ordenamiento jurídico y al instrumento que dio origen a la transferencia” (art. 8); y que “El 
Ejecutivo Nacional, por órgano del Presidente o Presidenta de la República en Consejo de 
Ministros, podrá decretar la intervención conforme al ordenamiento jurídico, de bienes y 
prestaciones de servicios públicos transferidos para su conservación, administración y 
aprovechamiento, a fin de asegurar a los usuarios, usuarias, consumidores y consumidoras 
un servicio de calidad en condiciones idóneas y de respeto de los derechos constitucionales, 
fundamentales para la satisfacción de necesidades públicas de alcance e influencia en 
diversos aspectos de la sociedad” (art. 9). Con ello se completó el fraude constitucional 
dispuesto por la Sala Constitucional, trastocándose el régimen federal. 

 

2.  La eliminación de la prohibición constitucional de financiamiento público de las 

actividades de los partidos políticos.  

Otra de las normas constitucionales que se quiso reformar mediante la rechazada 
reforma constitucional de 2007, fue el artículo 67 de la Constitución de 1999 que prohíbe 
“el financiamiento de las asociaciones con fines políticos con fondos provenientes del 
Estado”, al establecer enfáticamente que el mismo “no se permitirá”.29 Con ello, el 
constituyente de 1999 cambió radicalmente el régimen de financiamiento público a los 
partidos políticos que se había previsto en el artículo 230 de la Ley Orgánica del Sufragio y 
Participación Política de 1998.30 Con la prohibición constitucional, al derogarse este 
artículo de la Ley Orgánica, quedó derogado con el régimen de financiamiento público a 
los partidos políticos, abandonándose la tendencia inversa que predomina en el derecho 
comparado.  

Con la rechazada reforma constitucional de 2007, se pretendía establecer en la 
Constitución, al contrario, que “el Estado podrá financiar las actividades electorales”, pero 
sin indicarse si se trata de un financiamiento a los partidos políticos en general. En todo 

                                                 
28  Gaceta Oficial N° 39 140 del 17 de marzo de 2009 
29 Véase sobre la versión inicial de esta norma y sobre nuestra propuesta para su redacción en Allan R. 

Brewer-Carías Debate Constituyente (Aportes a la Asamblea Nacional Constituyente), Tomo II (9 
septiembre - 17 octubre 1999). Fundación de Derecho Público - Editorial Jurídica Venezolana. Caracas, 
1999. P.129 en’4e  

30 Véase en general sobre el tema, Allan R. Brewer-Carías, “Consideraciones sobre el financiamiento de los 
partidos políticos en Venezuela” en Financiamiento y democratización interna de partidos políticos. 
Memoria del IV Curso Anual Interamaricano de Elecciones, San José, Costa Rica, 1991, pp. 121 a 139..  
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caso, con el rechazo popular de la reforma, el régimen de financiamiento a los partidos 
políticos, a su funcionamiento interno y a sus actividades electorales continuó prohibida en 
la Constitución. 

Sin embargo, a pesar de dicha prohibición constitucional y del rechazo popular a 
modificarla, la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, actuando como 
Jurisdicción Constitucional, en fraude a la Constitución y a la voluntad popular expresa, en 
sentencia No. 780 de 8 de mayo de 2008 (Exp. n° 06-0785),31 mediante una interpretación 
constitucional vinculante, de nuevo mutó la Constitución, sustituyéndose a la voluntad 
popular y al poder constituyente originario, disponiendo que “en lo que respecta al alcance 
de la prohibición de financiamiento público de asociaciones políticas” contenida en la 
mencionada norma, la misma:   

“se circunscribe a la imposibilidad de aportar fondos a los gastos corrientes e 
internos de las distintas formas de asociaciones políticas, pero …dicha limitación, no 
resulta extensiva a la campaña electoral, como etapa fundamental del proceso 
electoral”. 

Es decir, la Sala Constitucional, ante una norma tan clara e igualmente tan criticable 
como la contenida en el artículo 67 de la Constitución, cuya reforma se había intentado 
hacer en 2007 pero sin lograrse por ser rechazada por la voluntad popular, en esta 
sentencia, ni más ni menos se erigió en poder constituyente, sustituyendo  al pueblo, 
disponiendo la reforma de la norma, vía su interpretación, en el mismo sentido que se había 
pretendido en la rechazada reforma constitucional, disponiendo en definitiva, que la 
prohibición constitucional “no limita que en el marco del proceso electoral y como gasto 
inherente a una fase esencial del mismo, el Estado destine fondos con el objeto de financiar 
el desarrollo de las campañas electorales, de los partidos y asociaciones políticas,” es decir, 
lo contrario de lo que dispone la Constitución.   

Es evidente que siendo el financiamiento de las campañas electorales la motivación 
fundamental del financiamiento de los partidos políticos, pues los mismos tienen por objeto 
conducir a la ciudadanía en las opciones democráticas que necesariamente desembocan en 
elecciones, la Ley Orgánica del Sufragio y participación Política había dispuesto el 
financiamiento de los paridos políticos; y ello fue lo que sin embargo, se eliminó 
expresamente en la Constitución de 1999.32 Y eso fue precisamente lo que se quiso 
corregir, de nuevo, con la proyectada Reforma Constitucional de 2007, la cual, sin 
embargo, fue rechazada por el pueblo.  

Pero la Sala Constitucional, sin límite alguno, se sustituyó al pueblo y asumió el rol de 
poder constituyente originario, disponiendo que lo que la Constitución prohíbe cuando 
establece en el artículo 67 que no se permite “el financiamiento de las asociaciones con 

                                                 
31  Véase mis comentarios sobre esta sentencia, en Allan R. Brewer-Carías, “El juez constitucional como 

constituyente: el caso del financiamiento de las campañas electorales de los partidos políticos en 
Venezuela,” en  Revista de Derecho Público, No. 117, (enero-marzo 2009), Caracas 2009, pp. 195-203 

32   Por ello fue, incluso, que entre otros aspectos salvamos nuestro voto en relación con dicha norma. Véase 
Allan R. Brewer-Carías, Debate Constituyente (Aportes a la Asamblea Nacional Constituyente), Tomo 
III (18 octubre-30 noviembre 1999). Fundación de Derecho Público - Editorial Jurídica Venezolana. 
Caracas, 1999. pp. 239, 259. Véase además, Allan R. Brewer-Carías, “Regulación jurídica de los 
partidos políticos en Venezuela” en Estudios sobre el Estado Constitucional (2005-2006), Cuadernos de 
la Cátedra Fundacional Allan R. Brewer Carías de Derecho Público, Universidad Católica del Táchira, 
Nº 9, Editorial Jurídica Venezolana. Caracas, 2007, pp. 655-686.  
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fines políticos con fondos provenientes del Estado”, es sólo una prohibición al 
financiamiento por el Estado de “los gastos corrientes e internos de las distintas formas de 
asociaciones políticas”, pero no de la “campaña electoral, como etapa fundamental del 
proceso electoral.”  

Es decir, el Juez Constitucional, simplemente, dispuso que la Constitución no dice lo 
que dice, sino todo lo contrario; que cuando dice que no se permite “el financiamiento de 
las asociaciones con fines políticos con fondos provenientes del Estado”, no es eso lo que 
establece, sino que lo que prohíbe es solamente “el financiamiento de los gastos corrientes 
e internos de las asociaciones con fines políticos con fondos provenientes del Estado”; y 
que los gastos de las campañas electorales de dichas asociaciones con fines políticas, en 
cambio, si pueden ser financiadas con fondos provenientes del Estado. Se trata por lo 
demás, de una conclusión absurda, que contra toda lógica democrática se deriva de una 
premisa falsa, y es que en sistemas democráticos supuestamente podría ocurrir que el 
Estado financie los gastos corrientes e internos de los partidos. Ello no se concibe en las 
democracias, por lo que no requiere de prohibición alguna. En democracias lo que se 
financia es el funcionamiento de los partidos pero con miras siempre a las campañas 
electorales, al punto de que este se suspende si los mismos no llegan a obtener un 
determinado porcentaje de votación en las elecciones.  

Pudo ser muy loable la intención del Juez Constitucional de permitir el financiamiento 
de las campañas electorales de los partidos políticos con fondos provenientes del Estado, 
pero habiendo sido ello prohibido expresamente por la Constitución, sólo reformándola es 
que se podría lograr lo contrario; y el pueblo, además, en 2007 había rechazado 
expresamente la reforma. Sin embargo, la misma fue inconstitucionalmente implementada 
por el Juez Constitucional, reformando la Constitución, usurpando el poder constituyente 
originario que es del pueblo e, incluso contra su propia voluntad expresada cinco meses 
antes al rechazar precisamente esa reforma constitucional en igual sentido, estableció la 
posibilidad de financiar las campañas electorales de los partidos políticos.  

 

3.  La eliminación del rango supra constitucional de los Tratados internacionales en 

materia de derechos humanos con previsiones más favorables y del principio de la 

aplicación inmediata de los tratados internacionales en materia de derechos 

humanos 

Otra de las normas constitucionales que se quiso reformar en 2007, fue la contenida en 
el artículo 23, en el cual se estableció, no sólo la jerarquía constitucional de los tratados 
internacionales en materia de derechos humanos,33  sino su jerarquía supranacional en caso 
de establecer previsiones más favorables a las previstas en el derecho interno, incluida la 
Constitución. Dispone, en efecto, dicha norma, lo siguiente: l 

                                                 
33  Sobre este véase: Rodolfo E. Piza R., Derecho internacional de los derechos humanos: La Convención 

Americana, San José 1989; y Carlos Ayala Corao, “La jerarquía de los instrumentos internacionales 
sobre derechos humanos”, en El nuevo derecho constitucional latinoamericano, IV Congreso venezolano 
de Derecho constitucional, Vol. II, Caracas 1996 y La jerarquía constitucional de los tratados sobre 
derechos humanos y sus consecuencias, México, 2003; Humberto Henderson, “Los tratados 
internacionales de derechos humanos en el orden interno: la importancia del principio pro homine”, en 
Revista IIDH, Instituto Interamericano de Derechos Humanos, No. 39, San José 2004, pp. 71 y ss. Véase 
también, Allan R. Brewer-Carías, Mecanismos nacionales de protección de los derechos humanos, 
Instituto Internacional de Derechos Humanos, San José, 2004, pp.62 y ss.  
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Artículo 23. Los tratados, pactos y convenciones relativos a derechos humanos, 
suscritos y ratificados por Venezuela, tienen jerarquía constitucional y prevalecen en 
el orden interno, en la medida en que contengan normas sobre su goce y ejercicio más 
favorables a las establecidas en esta Constitución y en las leyes de la República, y son 
de aplicación inmediata y directa por los tribunales y demás órganos del Poder 
Público. 

Esta previsión significó, sin duda, un avance significativo en la construcción del 
esquema de protección de los derechos humanos, que se aplicó por los tribunales 
declarando la prevalencia de las normas de Convención Americana de Derechos Humanos 
en relación con normas constitucionales y legales.34 Ello fue así, sin embargo, hasta 2008 
cuando en sentencia No. 1.939 de 18 de diciembre de 2008 (Caso Gustavo Álvarez Arias y 
otros) la Sala Constitucional al declarar inejecutable una sentencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, de fecha 5 de agosto de 2008, dictada en el caso de 
los ex-magistrados de la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo (Apitz Barbera y 
otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) vs. Venezuela), decidió en 
contra de lo que dispone la norma, que:  

“el citado artículo 23 de la Constitución no otorga a los tratados internacionales sobre 
derechos humanos rango “supraconstitucional”, por lo que, en caso de antinomia o 
contradicción entre una disposición de la Carta Fundamental y una norma de un pacto 
internacional, correspondería al Poder Judicial determinar cuál sería la aplicable, 
tomando en consideración tanto lo dispuesto en la citada norma como en la 
jurisprudencia de esta Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, 
atendiendo al contenido de los artículos 7, 266.6, 334, 335, 336.11 eiusdem y el fallo 
número 1077/2000 de esta Sala.” 

 A los efectos de fundamentar su decisión, y rechazar la existencia de valores 
superiores no moldeables por el proyecto político autoritario, la Sala aclaró los siguientes 
conceptos:  

“Sobre este tema, la sentencia de esta Sala Nº 1309/2001, entre otras, aclara que 
el derecho es una teoría normativa puesta al servicio de la política que subyace tras el 
proyecto axiológico de la Constitución y que la interpretación debe comprometerse, si 
se quiere mantener la supremacía de la Carta Fundamental cuando se ejerce la 

                                                 
34  Fue el caso, por ejemplo, del derecho a la revisión judicial de sentencias, a la apelación o derecho a la 

segunda instancia que en materia contencioso administrativa se excluía en la derogada Ley Orgánica de 
la Corte Suprema de Justicia de 1976 respecto de la impugnación de actos administrativos ante la 
Jurisdicción contencioso administrativa emanados de institutos autónomos o Administraciones 
independientes’. La Constitución de 1999 solo reguló como derecho constitucional el derecho de 
apelación en materia de juicios penales a favor de la persona declarada culpable (art. 40,1); por lo que en 
el mencionado caso de juicios contencioso administrativos, no existía una garantía constitucional expresa 
a la apelación, habiendo sido siempre declarada inadmisible la apelación contra las decisiones de única 
instancia de la Corte Primera de lo Contencioso. La aplicación del artículo 23 de la Constitución llevó 
finalmente a la Sala Constitucional del Tribunal Supremo, a resolver en 2000 la aplicación prevalente de 
la Convención Interamericana de Derechos Humanos garantizando el principio de las dos instancias. 
Véase sentencia No. 87 del 13 de marzo de 2000, Caso: C.A. Electricidad del Centro (Elecentro) y otra 
vs. Superintendencia para la Promoción y Protección de la Libre Competencia. (Procompetencia), en 
Revista de Derecho Público, No. 81, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2000, pp. 157. Véase los 
comentarios en Allan R. Brewer-Carías y Josefina Calcaño de Temeltas, Ley Orgánica de la Corte 
Suprema de Justicia, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 1978.  



 22 

jurisdicción constitucional atribuida a los jueces, con la mejor teoría política que 
subyace tras el sistema que se interpreta o se integra y con la moralidad institucional 
que le sirve de base axiológica (interpretatio favor Constitutione). Agrega el fallo 
citado: “en este orden de ideas, los estándares para dirimir el conflicto entre los 
principios y las normas deben ser compatibles con el proyecto político de la 
Constitución (Estado Democrático y Social de Derecho y de Justicia) y no deben 
afectar la vigencia de dicho proyecto con elecciones interpretativas ideológicas que 
privilegien los derechos individuales a ultranza o que acojan la primacía del orden 
jurídico internacional sobre el derecho nacional en detrimento de la soberanía del 
Estado”. 

 Concluyo la sentencia que: “no puede ponerse un sistema de principios 
supuestamente absoluto y suprahistórico por encima de la Constitución” y que son 
inaceptables las teorías que pretenden limitar “so pretexto de valideces universales, la 
soberanía y la autodeterminación nacional”. 

 En el mismo sentido, la sentencia de esta Sala Nº 1265/2008 estableció que en 
caso de evidenciarse una contradicción entre la Constitución y una convención o 
tratado internacional, “deben prevalecer las normas constitucionales que privilegien 
el interés general y el bien común, debiendo aplicarse las disposiciones que 
privilegien los intereses colectivos…(…)  sobre los intereses particulares…” 35 

En esta forma, la Sala Constitucional en el Venezuela dispuso una ilegítima mutación 
constitucional, reformando el artículo 23 de la Constitución al eliminar el carácter 
supranacional de la Convención Americana de Derechos Humanos en los casos en los 
cuales contenga previsiones más favorables al goce y ejercicio de derechos humanos 
respecto de las que están previstas en la propia Constitución.  

Debe advertirse, por otra parte, que tan se trató de una reforma constitucional ilegítima, 
que esa fue otra de las propuestas de reforma que se formularon en 2007 por el “Consejo 
Presidencial para la Reforma de la Constitución,” designado por el Presidente de la 
República,36 en el cual, en relación con el artículo 23 de la Constitución, lo que se buscaba 
era eliminar totalmente la jerarquía constitucional de las previsiones de los tratados 
internacionales de derechos humanos y su prevalencia sobre el orden interno, 
proponiéndose la formulación de la norma sólo en el sentido de que: “los tratados, pactos y 
convenciones relativos a derechos humanos, suscritos y ratificados por Venezuela, mientras 
se mantenga vigentes, forma parte del orden interno, y son de aplicación inmediata y 
directa por los órganos del Poder Público”. 

Esa propuesta de reforma constitucional que afortunadamente no llegó a cristalizar, era 
un duro golpe al principio de la progresividad en la protección de los derechos que se 
recoge en el artículo 19 de la Constitución, que no permite regresiones en la protección de 

                                                 
35  Véase en http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Diciembre/1939-181208-2008-08-1572.html 
36  Véase Decreto No. 5138 de 17-01-2007, Gaceta Oficial Nº 38.607 de 18-01-2007`. El documento circuló 

en junio de 2007 con el título Consejo Presidencial para la Reforma de la Constitución de la República 
Bolivariana de Venezuela, “Modificaciones propuestas”. El texto completo fue publicado como Proyecto 
de Reforma Constitucional. Versión atribuida al Consejo Presidencial para la reforma de la 
Constitución de la república Bolivariana de Venezuela, Editorial Atenea, Caracas 01 de julio de 2007, 
146 pp 
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los mismos.37 Sin embargo, lo que no pudo hacer el régimen autoritario mediante una 
reforma constitucional, la cual al final fue rechazada por el pueblo, lo hizo la Sala 
Constitucional del Tribunal Supremo mutando la Constitución.  

Igual ocurrió con la previsión de la misma norma del artículo 23 que declara además 
expresamente que los mismos son “de aplicación inmediata y directa por los tribunales y 
demás órganos del Poder Público” (art. 23). 

Sobre esta norma, la Sala Constitucional del Tribunal Supremo, al reivindicar un 
carácter de máximo y último intérprete de la Constitución y de los tratados, pactos y 
convenios sobre derechos humanos que no tiene, pues todas las Salas del Tribunal Supremo 
lo tienen, estableció en sentencia Nº 1492 de 15 de julio de 2003 (Caso: Impugnación de 
diversos artículos del Código Penal), que por adquirir los mencionados tratados jerarquía 
constitucional e integrarse a la Constitución vigente, “el único capaz de interpretarlas, con 
miras al derecho venezolano, es el juez constitucional, conforme al artículo 335 de la 
vigente Constitución, en especial, al intérprete nato de la Constitución de 1999, y, que es la 
Sala Constitucional, y así se declara”. De allí la Sala señaló que  

“es la Sala Constitucional quien determina cuáles normas sobre derechos 
humanos de esos tratados, pactos y convenios, prevalecen en el orden interno; al igual 
que cuáles derechos humanos no contemplados en los citados instrumentos 
internacionales tienen vigencia en Venezuela”38. 

Con esta decisión inconstitucional, la Sala Constitucional también mutó ilegítimamente 
la Constitución, pues conforme a la norma de su artículo 23, esa potestad no sólo 
corresponde a la Sala Constitucional, sino a todos los tribunales de la República cuando 
actúen como juez constitucional, por ejemplo, al ejercer el control difuso de la 
constitucionalidad de las leyes o al conocer de acciones de amparo. La pretensión de la Sala 
Constitucional en concentrar toda la justicia constitucional no se ajusta a la Constitución y 
al sistema de justicia constitucional que regula, de carácter mixto e integral; y menos aún en 
materia de derechos humanos, cundo es la propia Constitución la que dispone que los 
tratados, pactos e instrumentos internacionales sobre derechos humanos ratificados por la 
República son “de aplicación inmediata y directa por los tribunales” (art. 23). 

  

4.  La negación del derecho ciudadano a la protección internacional de los derechos 

humanos y la “inejecutabilidad” de las sentencias de la Corte interamericana de 

derechos humanos 

En los proyectos de reforma constitucional de 2007, también se busca reformar el 
mismo artículo 23 de la Constitución mediante la propuesta que formuló el “Consejo 
Presidencial para la Reforma de la Constitución,” designado por el Presidente de la 
República, agregándole, también en forma regresiva, un párrafo precisando que 
“corresponde a los tribunales de la República conocer de las violaciones sobre las materias 
reguladas” en los Tratados Internacionales sobre derechos humanos; con lo que en realidad 
                                                 
37  Véase esta proyectada reforma constitucional Allan R. Brewer-Carías, Hacia la consolidación de un 

Estado Socialista, Centralizado, Policial y  Militarista. Comentarios sobre el sentido y alcance de las 
propuestas de reforma constitucional 2007, Colección Textos Legislativos, No. 42, Editorial Jurídica 
Venezolana, Caracas 2007, pp. 122 ss. 

38  Véase en Revista de Derecho Público, Nº 93-96, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2003, pp. 135 
ss..  
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se buscaba establecer una prohibición constitucional para que la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos pudiera conocer de las violaciones de la Convención Americana de 
Derechos Humanos. Es decir, con una norma de este tipo, Venezuela hubiera quedado 
excluida constitucionalmente de la jurisdicción de dicha Corte internacional y del sistema 
interamericano de protección de los derechos humanos,39 ello contrariando lo que el propio 
texto de la Constitución establece. 

En efecto, la Constitución de 1999 garantizó expresamente el derecho de las personas a 
la protección internacional en materia de derechos humanos, imponiéndole al Estado la 
obligación de ejecutar las decisiones de los órganos internacionales. A tal efecto el artículo 
31 de de la Constitución dispone: 

Artículo 31. Toda persona tiene derecho, en los términos establecidos por los 
tratados, pactos y convenciones sobre derechos humanos ratificados por la República, 
a dirigir peticiones o quejas ante los órganos internacionales creados para tales fines, 
con el objeto de solicitar el amparo a sus derechos humanos.  

El Estado adoptará, conforme a procedimientos establecidos en esta Constitución 
y en la ley, las medidas que sean necesarias para dar cumplimiento a las decisiones 
emanadas de los órganos internacionales previstos en este artículo. 

Este derecho constitucional, que se buscaba minimizar con las fracasadas propuestas de 
reforma constitucional de 2007, sin embargo, ha sido la Sala  Constitucional del Tribunal 
Supremo, la que se ha encargado de vaciarlo al decidir mediante sentencia No. 1.939 de 18 
de diciembre de 2008 (Caso Gustavo Álvarez Arias y otros, o más bien, Caso: Estado 
venezolano vs. La Corte Interamericana de Derechos Humanos), la eficacia de las 
decisiones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, declarándolas “inejecutables” 
en el país, contrariando así el régimen internacional de los tratados y el propio texto de la 
Constitución.40  

Con dicha sentencia, dictada en juicio iniciado por la Procuraduría General de la 
República que es un órgano dependiente del Ejecutivo Nacional, la Sala Constitucional 
comenzó a declarar “inejecutables” en Venezuela las sentencias de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos, en ese caso, la sentencia dictada el 5 de agosto de 2008,” en el caso 
de los ex-magistrados de la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo (Apitz Barbera 
y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) vs. Venezuela).41 Con ello, 
además, la Sala Constitucional violó el artículo 68.1 de la Convención Americana de 
Derechos Humanos, que dispone que los Estados Partes que han reconocido la jurisdicción 

                                                 
39  Véase sobre esta proyectada reforma constitucional Allan R. Brewer-Carías, Hacia la consolidación de 

un Estado Socialista, Centralizado, Policial y  Militarista. Comentarios sobre el sentido y alcance de las 
propuestas de reforma constitucional 2007, Colección Textos Legislativos, No. 42, Editorial Jurídica 
Venezolana, Caracas 2007, p. 122. 

40  Véanse mis comentarios a dicha sentencia en Allan R. Brewer-Carías, “La interrelación entre los 
Tribunales  Constitucionales de America Latina y la Corte Interamericana de Derechos Humanos, y la 
cuestión de la inejecutabilidad de sus decisiones en Venezuela,” en Gaceta Constitucional. Análisis 
multidisciplinario de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, Gaceta Jurídica, Tomo 16 Año 2009, 
Lima 2009, pp. 17-48. 

41  Véase en www.corteidh.or.cr . Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas, Serie C No. 182. 
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de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, “se comprometen a cumplir la decisión 
de la Corte en todo caso en que sean partes.”42  

No fue esta, sin embargo, la primera vez que un Estado a través de su Poder Judicial se 
ha rebelado contra las decisiones de la Corte Interamericana, buscando eludir su 
responsabilidad en el cumplimiento de las mismas. La sentencia de la Corte Interamericana 
en el Caso Castillo Petruzzi de 30 de mayo de 1999 (Serie C, núm. 52), contra Perú es 
prueba de ello, pues después de que declarar que el Estado peruano había violado en un 
proceso los artículos 20; 7.5; 9; 8.1; 8.2.b,c,d y f; 8.2.h; 8.5; 25; 7.6; 5; 1.1 y 2,43 la Sala 
Plena del Consejo Supremo de Justicia Militar del Perú se negó a ejecutar el fallo, 
considerando que la misma desconocía la Constitución Política del Perú y la sujetaba a “la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos en la interpretación que los jueces de 
dicha Corte efectúan ad-libitum en esa sentencia.”44 

A partir de 2008 le correspondió la labor a Venezuela, siguiendo los pasos del régimen 
autoritario de Fujimori en el Perú, siendo la Sala Constitucional del Tribunal Supremo, la 
que declaró en la mencionada decisión No 1.939 de 18 de diciembre de 2008 (Caso 
Abogados Gustavo Álvarez Arias y otros), como “inejecutable” la sentencia de la Corte 

                                                 
42  Como lo señaló la Corte Interamericana de Derechos Humanos en la decisión del Caso Castillo Petruzzi, 

sobre “Cumplimiento de sentencia” del 7 de noviembre de 1999 (Serie C, núm. 59), “Las obligaciones 
convencionales de los Estados parte vinculan a todos los poderes y órganos del Estado,” (par. 3) 
agregando “Que esta obligación corresponde a un principio básico del derecho de la responsabilidad 
internacional del Estado, respaldado por la jurisprudencia internacional, según el cual los Estados deben 
cumplir sus obligaciones convencionales de buena fe (pacta sunt servanda) y, como ya ha señalado esta 
Corte, no pueden por razones de orden interno dejar de asumir la responsabilidad internacional ya 
establecida.” (par. 4). Véase en Sergio García Ramírez (Coord.), La Jurisprudencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, Universidad Nacional Autónoma de México, Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, México, 2001, pp. 628-629 

43  Como consecuencia, en la sentencia la Corte Interamericana declaró “la invalidez, por ser incompatible 
con la Convención, del proceso en contra de los señores Jaime Francisco Sebastián Castillo Petruzzi” y 
otros, ordenando “que se les garantice un nuevo juicio con la plena observancia del debido proceso 
legal,” y además, “al Estado adoptar las medidas apropiadas para reformar las normas que han sido 
declaradas violatoria de la Convención Americana sobre Derechos Humanos en la presente sentencia y 
asegurar el goce de los derechos consagrados en la Convención Americana sobre derechos Humanos a 
todas las personas que se encuentran bajo su jurisdicción, sin excepción alguna.” Véase en 
http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Diciembre/1939-181208-2008-08-1572.html  

44  Precisamente frente a esta declaratoria por la Sala Plena del Consejo Supremo de Justicia Militar del 
Perú sobre la inejecutabilidad del fallo de 30 de mayo de 1999 de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos en el Perú, fue que la misma Corte Interamericana dictó el fallo subsiguiente, antes indicado, 
de 7 de noviembre de 1999, declarando que “el Estado tiene el deber de dar pronto cumplimiento a la 
sentencia de 30 de mayo de 1999 dictada por la Corte Interamericana en el caso Castillo Petruzzi y 
otros.” Sergio García Ramírez (Coord.), La Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, Universidad Nacional Autónoma de México, Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
México, 2001, p. 629 Ello ocurrió durante el régimen autoritario que tuvo el Perú en la época del 
Presidente Fujimori, y que condujo a que dos meses después de dictarse la sentencia de la Corte 
Interamericana del 30 de mayo de 1999, el Congreso del Perú aprobase el 8 de julio de 1999 el retiro del 
reconocimiento de la competencia contenciosa de la Corte, lo que se depositó al día siguiente en la 
Secretaría General de la OEA/ Este retiro fue declarado inadmisible por la propia Corte Interamericana, 
en la sentencia del caso Ivcher Bronstein de 24 de septiembre de 1999, considerando que un “Estado 
parte sólo puede sustraerse a la competencia de la Corte mediante la denuncia del tratado como un todo.” 
Idem, pp. 769-771. En todo caso, posteriormente en 2001 Perú derogó la Resolución de julio de 1999, 
restableciéndose a plenitud la competencia de la Corte interamericana para el Estado. 
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Interamericana de Derechos Humanos Primera de 5 de agosto de 2008 en el caso Apitz 
Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) vs. Venezuela 
acusando a la Corte Interamericana de haber usurpado el poder del Tribunal Supremo.45 

En su decisión, la Sala Constitucional, citando la previa decisión No. 1.942 de 15 de 
julio de 2003, y considerando que se trataba de una petición de interpretación formulada 
por la República, precisó que la Corte Interamericana de Derechos Humanos no podía 
“pretender excluir o desconocer el ordenamiento constitucional interno,” y que había 
dictado “pautas de carácter obligatorio sobre gobierno y administración del Poder Judicial 
que son competencia exclusiva y excluyente del Tribunal Supremo de Justicia” y 
establecido “directrices para el Poder Legislativo, en materia de carrera judicial y 
responsabilidad de los jueces, violentando la soberanía del Estado venezolano en la 
organización de los poderes públicos y en la selección de sus funcionarios, lo cual resulta 
inadmisible.” Acusó además, a la Corte Interamericana de haber utilizado su fallo “para 
intervenir inaceptablemente en el gobierno y administración judicial que corresponde con 
carácter excluyente al Tribunal Supremo de Justicia,” argumentando que con la “sentencia 
cuestionada” la Corte Interamericana pretendía “desconocer la firmeza de decisiones 
administrativas y judiciales que han adquirido la fuerza de la cosa juzgada, al ordenar la 
reincorporación de los jueces destituidos.”  Para realizar estas afirmaciones, la Sala 
Constitucional recurrió como precedente para considerar que la sentencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos era inejecutable en Venezuela, precisamente la 
decisión antes señalada de 1999 de la Sala Plena del Consejo Supremo de Justicia Militar 
del Perú, que consideró inejecutable la sentencia de la Corte Interamericana de 30 de mayo 
de 1999, dictada en el caso: Castillo Petruzzi y otro. 

Pero no se quedó allí la Sala Constitucional, sino en una evidente usurpación de 
poderes, ya que las relaciones internacionales es materia exclusiva del Poder Ejecutivo, 
instó “al Ejecutivo Nacional proceda a denunciar esta Convención, ante la evidente 
usurpación de funciones en que ha incurrido la Corte Interamericana de los Derechos 
Humanos con el fallo objeto de la presente decisión; y el hecho de que tal actuación se 
fundamenta institucional y competencialmente en el aludido Tratado.” Así se inició el 
proceso de Venezuela de desligarse de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, y de la jurisdicción de la Corte Interamericana de Derechos Humanos por parte 
del Estado Venezolano, utilizando para ello a su propio Tribunal Supremo de Justicia. La 
rebelión de la Sala Constitucional se repitió de nuevo en la sentencia No. 1547 de fecha 17 
de octubre de 2011 (Caso Estado Venezolano vs. Corte Interamericana de Derechos 
Humanos),46 al declarar inejecutable la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos 

                                                 
45  El tema, ya lo había adelantado la Sala Constitucional en su conocida sentencia No. 1.942 de 15 de julio 

de 2003 (Caso: Impugnación de artículos del Código Penal, Leyes de desacato) (Véase en Revista de 
Derecho Público, No. 93-96, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2003, pp. 136 ss.) en la cual al 
referirse a los Tribunales Internacionales “comenzó declarando en general, que en Venezuela “por 
encima del Tribunal Supremo de Justicia y a los efectos del artículo 7 constitucional, no existe órgano 
jurisdiccional alguno, a menos que la Constitución o la ley así lo señale, y que aun en este último 
supuesto, la decisión que se contradiga con las normas constitucionales venezolanas, carece de 
aplicación en el país, y así se declara.” 

46   Véase en http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Octubre/1547-171011-2011-11-1130.html. Véase mis 
comentarios sobre esta sentencia en Allan R. Brewer-Carías, “El ilegítimo “control de 
constitucionalidad” de las sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos por parte la Sala 
Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia de Venezuela: el caso de la sentencia Leopoldo López 
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Humanos dictada en el 1º de septiembre de 2011 (caso Leopoldo López vs. Estado de 
Venezuela), todo lo cual condujo a que en septiembre de 2012, Venezuela denunciara la 
Convención.  

En esta materia, también, lo que no pudo hacer el régimen autoritario mediante una 
reforma constitucional, la cual al final fue rechazada por el pueblo, lo hizo la Sala 
Constitucional del Tribunal Supremo en su ya larga carrera al servicio del autoritarismo. 

 

5.  La modificación del régimen del referendo revocatorio de mandatos de 

representación popular. 

Por último, otras de las reformas constitucionales rechazadas por el pueblo, fueron las 
que se refirieron a las restricciones que se buscaba establecer respecto de los mecanismos 
de democracia directa mediante referendos, y en particular, respecto del refrendo 
revocatorio de mandatos. 

En relación con ello, el artículo 72 de la Constitución fue muy preciso al disponer que 
transcurrida la mitad del período para el cual fue elegido un funcionario, a instancia popular 
de un número no menor del 20% de los electores inscritos en la correspondiente 
circunscripción, se puede solicitar la convocatoria de un referendo para revocarle su 
mandato. La Constitución dispuso expresamente que “Cuando igual o mayor número de 
electores que eligieron al funcionario hubieren votado a favor de la revocación, siempre 
que haya concurrido al referendo un número de electores igual o superior al 25 % de los 
electores inscritos, se considerará revocado su mandato y se procederá de inmediato a 
cubrir la falta absoluta conforme a lo dispuesto en esta Constitución y en la ley.” 

Es decir, que los votos necesarios para que se produzca la revocatoria del mandato 
deben ser en un número igual o mayor de los votos de los electores que eligieron al 
funcionario, con independencia del número de votos que se puedan depositar contra la 
revocación. Ello, incluso lo ratificó la Sala Constitucional en varias sentencias,47 ya que de 
lo que se trata es de un referendo “revocatorio” de mandatos de elección popular y no de un 
referendo “ratificatorio” o plebiscito respecto de tales mandatos, el cual no existe en el texto 
constitucional. Precisamente por ello, nada previó la Constitución para el caso de que 
votando a favor de la revocación de un mandato un número de electores superior al número 
de votos que obtuvo el funcionario cuando fue electo, sin embargo, se hubiesen 
pronunciado por la “no revocación” un número mayor de votos. Ello podría ocurrir, pero 
conforme al texto de la Constitución, no tendría efecto jurídico alguno, pues la regulación 
constitucional lo que establece es un referendo “revocatorio”, de manera que basta que la 
votación favorable a la revocación sea igual o mayor que la que el funcionario obtuvo cuando 
fue electo, para que el mandato quede revocado. Y ello es así, incluso a pesar de que el 
Registro Electoral haya variado con el transcurso del tiempo. 

                                                                                                                                                     
vs. Venezuela, 2011,” en  Constitución y democracia: ayer y hoy. Libro homenaje a Antonio Torres del 
Moral. Editorial Universitas, Vol. I, Madrid, 2013, pp. 1.095-1124 

47  Véase sentencia Nº 2750 de 21 de octubre de 2003, Caso: Carlos Enrique Herrera Mendoza, 
(Interpretación del artículo 72 de la Constitución (Exp. 03-1989). Sentencia Nº 1139 de 5 de junio de 
2002 (Caso: Sergio Omar Calderón Duque y William Dávila Barrios) Véase en Revista de Derecho 
Público, Nº 89-92, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2002, p. 171. Criterio seguido en la sentencia 
Nº 137 de 13-02-2003 (Caso: Freddy Lepage Scribani y otros) (Exp. 03-0287). 
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Sin embargo, debe observarse que de manera evidentemente inconstitucional, en las 
Normas para regular los procesos de Referendos Revocatorios de mandatos de Elección 
Popular dictadas por el Consejo Nacional Electoral en 25 de septiembre de 200348, luego 
de ratificarse que se considera revocado el mandato “si el número de votos a favor de la 
revocatoria es igual o superior al número de los electores que eligieron al funcionario”, se 
agregó una frase indicando:  “y no resulte inferior al número de electores que votaron en 
contra de la revocatoria” (Art. 60). Con este agregado, en una norma de rango sublegal, se 
restringió el derecho ciudadano a la participación política mediante la revocación de 
mandatos populares, al establecerse un elemento que no está en la Constitución relativo a 
los votos por la “no revocación,” trastocándose  la naturaleza “revocatoria” del referendo 
que regula el artículo 72 de la Constitución, y en evidente fraude a la Constitución, 
convirtiéndolo en un referendo “ratificatorio” de mandatos de elección popular.  

Lo inaudito de este fraude constitucional, es que dicha “reforma” constitucional 
ilegítima fue avalada por la Sala Constitucional del Tribunal Supremo al decidir un recurso 
de interpretación abstracta de la Constitución en la sentencia Nº 2750 de 21 de octubre de 
2003 (Caso: Carlos E. Herrera Mendoza, Interpretación del artículo 72 de la 
Constitución), en la cual señaló que:  

“Se trata de una especie de relegitimación del funcionario y en ese proceso 
democrático de mayorías, incluso, si en el referendo obtuviese más votos la opción de 
su permanencia, debería seguir en él, aunque voten en su contra el número suficiente 
de personas para revocarle el mandato.”49 

En realidad, en un referendo “revocatorio” no puede haber votos por “la permanencia” 
del funcionario; lo que puede haber son votos por la “revocación” (votos SI) del mandato o 
por la “no revocación” (votos NO). El voto por la “no revocación” del mandato es un voto 
negativo (No); y un voto negativo no puede ser convertido en un voto positivo (Si) por la 
permanencia del funcionario. Con esta mutación de la Constitución, la Sala Constitucional 
cambió la naturaleza del referendo revocatorio, ratificando el trastocamiento de la 
naturaleza de la revocación del mandato, convirtiéndolo en un voto para “relegitimar” o 
para “ratificar” mandatos de elección popular, cuando ello no sólo no fue la intención del 
constituyente, sino que no puede derivarse del texto del artículo 72 de la Constitución. Lo 
único que la Constitución regula es la revocación de mandatos, y para ello, lo único que 
exige en materia de votación es que un número “igual o mayor de electores que eligieron al 
funcionario hubieren votado a favor de la revocación.”  

Sin embargo, la Constitución fue cambiada sin seguirse los procedimientos de reforma, 
y ello, específicamente para evitar que en 2004, el mandato del Presidente de República, 
Hugo Chávez, fuera revocado. El mismo había sido electo en agosto de 2000 con 3.757.774 
votos, por lo que bastaba para que su mandato fuese revocado, que el voto a favor de la 
revocación superara esa cifra. Como lo anunció el Consejo Nacional Electoral el 27 de 
agosto de 2004, el voto a favor de la revocación del mandato del Presidente de la República 
en el referendo efectuado ese mismo mes y año, fue de 3.989.008, por lo que 
constitucionalmente el mandato de Chávez había quedado revocado.   

                                                 
48   Resolución Nº 030925-465 de 25-09-2003. 
49  Exp. 03-1989. 
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Sin embargo, para cuando se realizó el referendo, ya se había cambiado ilegítimamente 
la Constitución, e independientemente de las denuncias de fraude que se formularon 
respecto del referendo revocatorio del 15 de agosto de 2004, el Consejo Nacional Electoral 
el mencionado día 27 de agosto de 2004, no sólo dio los datos definitivos de la votación 
efectuada en el referendo revocatorio, sino que acordó “ratificar” al Presidente de la 
República en su cargo hasta la terminación del período constitucional en enero de 2007.50  

V.  LA INCONSTITUCIONAL IMPLEMENTACIÓN DE LA RECHAZADA 
REFORMA CONSTITUCIONAL DE 2007 MEDIANTE LEYES Y 
DECRETOS LEYES (LEGISLACIÓN ORDINARIA), NO CONTROLADOS 
POR LA JURISDICCIÓN CONSTTIUCIONAL   

La reforma constitucional de 2007, sancionada por la Asamblea nacional y rechazada 
popularmente mediante referendo de 7 de diciembre de 2007, sin embargo, en forma 
evidentemente inconstitucional ha sido también implementada sistemáticamente durante el 
último lustro, mediante legislación ordinaria, tanto a través de leyes sancionadas  por la 
Asamblea nacional como mediante decretos leyes dictados con ocasión de delegaciones 
legislativas (leyes habilitantes) a partir de 2008.51 

Esa inconstitucional implementación de la rechazada reforma constitucional mediante 
legislación ordinaria ha ocurrido en muchos campos, de los cuales a continuación sólo nos 
                                                 
50  En efecto, en la página web del Consejo Nacional Electoral del día 27 de agosto de 2004, apareció la 

siguiente nota: “El presidente del Consejo Nacional Electoral, Francisco Carrasquero López, se dirigió al 
país en cadena nacional para anunciar las cifras definitivas y oficiales del evento electoral celebrado el 
pasado 15 de agosto, las cuales dan como ratificado en su cargo al Presidente de la República, Hugo 
Rafael Chávez Frías, con un total de 5 millones 800 mil 629 votos a favor de la opción "No".  En la 
contienda electoral participaron 9 millones 815 mil 631 electores, de los cuales 3.989.008 se inclinaron 
por la opción "Sí" para revocar el mandato del Presidente Chávez. La totalización arrojó que la opción 
"No" alcanzó el 59,25% de los votos, mientras el "Sí" logró el 40,74% del total general, y la abstención 
fue del 30,02%. Vale destacar que para estos comicios el Registro Electoral se incrementó 
significativamente, alcanzando un universo de 14. 027.607 de electores con derecho a sufragar en el RR. 
Con base en la expresión de la voluntad popular, el Consejo Nacional Electoral, este viernes 27 de 
agosto, ratificará en la Presidencia de la República Bolivariana de Venezuela a Hugo Chávez Frías, 
quien culminará su período constitucional en el año 2006. Y en efecto, en acto solemne efectuado ese 
día, el Consejo Nacional Electoral acordó “ratificar” al Presidente de la República en su cargo, a pesar de 
que un número de electores mayor que los que lo eligieron hubieran votado a favor de la revocación de 
su mandato. Otro tanto haría la Asamblea Nacional, sin que esa figura de la ratificación estuviese 
prevista en norma constitucional alguna.” Véase además, El Nacional, Caracas, 28-08-2004, pp. A-1 y 
A-2 

51  Véase sobre ese proceso: Lolymar Hernández Camargo, “Límites del poder ejecutivo en el ejercicio de la 
habilitación legislativa: Imposibilidad de establecer el contenido de la reforma constitucional rechazada 
vía habilitación legislativa,” en Revista de Derecho Público, No. 115, Editorial Jurídica Venezolana 
2008,  pp.  51-56; , Jorge Kiriakidis, “Breves reflexiones en torno a los 26 Decretos-Ley de Julio-
Agosto de 2008, y la consulta popular refrendaría de diciembre de 2007,” Idem, pp. 57-62; José Vicente 
HARO GARCÍA, “Los recientes intentos de reforma constitucional o de cómo se está tratando de 
establecer una dictadura socialista con apariencia de legalidad (A propósito del proyecto de reforma 
constitucional de 2007 y los 26 decretos leyes del 31 de julio de 2008 que tratan de imponerla),” Idem, 
pp. 63- 76; Aurilivi Linares Martínez, “Notas sobre el uso del poder de legislar por decreto por parte del 
Presidente venezolano,” Idem, pp. 79- 92;  Carlos Luis Carrillo Artiles, “La paradójica situación de los 
Decretos Leyes Orgánicos frente a la Ingeniería Constitucional de 1999” Idem, pp. 93-100; y Freddy J. 
Orlando S., “El paquetazo”, un conjunto de leyes que conculcan derechos y amparan injusticias,” Idem. 
101 ss. 
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referiremos a unos cuantos significativos, en relación con la inconstitucional estructuración 
del Estado Comunal o Socialista en paralelo al Estado Constitucional; con la 
inconstitucional eliminación de órganos democráticos de representación local en el Distrito 
Capital y de las Juntas Parroquiales a nivel municipal; y con la inconstitucional 
implementación de las reformas constitucionales al sistema económico para establecer un 
sistema de economía socialista. 

Todas esas leyes fueron impugnadas por ante la Sala Constitucional por razones de 
inconstitucionalidad, y en ningún caso ha habido sentencia. Más bien, en la mayoría de los 
casos, las acciones ni siquiera han sido admitidas por la Sala Constitucional.  

 

1.  La inconstitucional implementación de la estructuración de un Estado Socialista en 

paralelo al Estado Constitucional 

El Presidente de la República, durante todo el año 2007, y en particular en su “Discurso 
de Presentación del Anteproyecto de reforma a la  Constitución ante la Asamblea Nacional” 
en agosto de 200752, señaló con toda claridad que el objetivo central de la reforma que 
estaba proponiendo era “la construcción de la Venezuela bolivariana y socialista”53; es 
decir, como lo expresó, se trataba de una propuesta para sembrar “el socialismo en lo 
político y económico”54, lo que –dijo- no se había hecho en la Constitución de 1999. 
Cuando ésta se sancionó –dijo el Jefe de Estado- “no proyectábamos el socialismo como 
camino”, agregando, que “así como el candidato Hugo Chávez repitió un millón de veces 
en 1998, “Vamos a Constituyente”, el candidato Presidente Hugo Chávez dijo: “Vamos al 
Socialismo”, y todo el que votó por el candidato Chávez, votó por ir al socialismo”55. Por 
ello, el proyecto de Constitución que presentó ante la Asamblea Nacional, era para “la 
construcción del Socialismo Bolivariano, el Socialismo venezolano, nuestro Socialismo, 
nuestro modelo socialista”56, cuyo “núcleo básico e indivisible” era “la comunidad”, 
“donde los ciudadanos y las ciudadanas comunes, tendrán el poder de construir su propia 
geografía y su propia historia”57. Y todo ello bajo la premisa de que “sólo en el socialismo 
será posible la verdadera democracia”58, pero por supuesto, una “democracia” sin 
                                                 
52  Véase Discurso de Orden pronunciado por el ciudadano Comandante Hugo Chávez Frías, Presidente 

Constitucional de la República Bolivariana de Venezuela en la conmemoración del Ducentécimo 
Segundo Aniversario del Juramento del Libertador Simón Bolívar en el Monte Sacro y el Tercer 
Aniversario del Referendo Aprobatorio de su mandato constitucional, Sesión especial del día Miércoles 
15 de agosto de 2007, Asamblea Nacional, División de Servicio y Atención legislativa, Sección de 
Edición, Caracas 2007.  

53  Idem, p. 4 
54  Idem, p. 33. 
55  Idem, p. 4. Es decir, se pretende imponer al 56% de los votantes que no votaron por la reelección 

presidencial, la voluntad expresada por sólo el 46% de los votantes inscritos en el Registro Electoral que 
votaron por la reelección del Presidente. Según las cifras oficiales del CNE, en las elecciones de 2006, de 
un universo de 15.784.777 votantes inscritos en el Registro Electoral, sólo 7.309.080 votaron por el 
Presidente.  

56  Véase Discurso… p. 34 
57  Idem, p. 32. 
58  Idem, p. 35. Estos conceptos se recogen igualmente en la Exposición de Motivos para la Reforma 

Constitucional, Agosto 2007, donde se expresa la necesidad de “ruptura del modelo capitalista burgués” 
(p. 1), de desmontar la superestructura que le da soporte a la producción capitalista”(p. 2); de “dejar atrás 
la democracia representativa para consolidad la democracia participativa y protagónica”(p. 2); de “crear 



 31 

representación que, como lo propuso el Presidente y fue sancionado por la Asamblea 
Nacional en la rechazada reforma del artículo 136 de la Constitución, que decía que “no 
nace del sufragio ni de elección alguna, sino que nace de la condición de los grupos 
humanos organizados como base de la población”. Es decir, se buscaba establecer una 
“democracia” que no era democracia, pues en el mundo moderno no hay ni ha habido 
democracia sin elección de representantes. 

Todas estas propuestas que fueron rechazadas por el pueblo en diciembre de 2007, las 
resumió el Presidente en su Discurso del 15 agosto de 2007, así:  

“en el terreno político, profundizar la democracia popular bolivariana; en el 
terreno económico, preparar las mejores condiciones y sembrarlas para la 
construcción de un modelo económico productivo socialista, nuestro modelo, lo 
mismo en lo político la democracia socialista; en lo económico, el modelo productivo 
socialista; en el campo de la Administración Pública incorporar novedosas figuras 
para aligerar la carga, para dejar atrás el burocratismo, la corrupción, la ineficiencia 
administrativa, cargas pesadas del pasado, que todavía tenemos encima como 
rémoras, como fardos en lo político, en lo económico, en lo social”59.   

En todo caso, la reforma constitucional sancionada por la Asamblea Nacional y 
rechazada popularmente, tocaba las bases fundamentales del Estado, en particular, con la 
sustitución del Estado democrático y social de derecho por el Estado Socialista, montado 
sobre una “doctrina bolivariana socialista.” 

Esa reforma Constitucional pretendía trastocar el principio del artículo 2 de la 
Constitución de 1999, que define a Venezuela como un Estado democrático y social de 
derecho y de justicia no socialista, para en su lugar crear un Estado Socialista mediante la 
reforma del artículo 16 constitucional, donde se buscaba crean las comunas y comunidades 
como “el núcleo territorial básico e indivisible del Estado Socialista Venezolano”; del 
artículo 70, donde al definirse los medios de participación y protagonismo del pueblo en 
ejercicio directo de su soberanía mediante todo tipo de consejos, se pretendía indicar que 
era “para la construcción del socialismo”, haciéndose mención a las diversas asociaciones 
“constituidas para desarrollar los valores de la mutua cooperación y la solidaridad 
socialista”, de manera que quien no quisiera construir socialismo alguno, hubiera quedado 
excluido del derecho a la participación política, que sólo estaba destinado a desarrollar los 
valores de “la solidaridad socialista” y no era libre como indica el artículo 62; del artículo 
112 donde se proponía indicar, en relación con el modelo económico del Estado, que era 
para crear “las mejores condiciones para la construcción colectiva y cooperativa de una 
economía socialista”; del artículo 113 en el cual se buscaba indicar la necesidad de la 
constitución de “empresas mixtas o unidades de producción socialistas”; del artículo 158, 
del que se buscaba eliminar toda mención a la descentralización como política nacional, y 
definir como política nacional, “la participación protagónica del pueblo, restituyéndole el 

                                                                                                                                                     
un enfoque socialista nuevo” (p. 2) y “construir la vía venezolana al socialismo”(p. 3); de producir “el 
reordenamiento socialista de la geopolítica de la Nación” (p. 8); de la “construcción de un modelo de 
sociedad colectivista” y “el Estado sometido al poder popular”(p. 11); de “extender la revolución para 
que Venezuela sea una República socialista, bolivariana”, y para “construir la vía venezolana al 
socialismo; construir el socialismo venezolano como único camino a la redención de nuestro pueblo”(p. 
19). 

59  Idem, p. 74 
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poder y creando las mejores condiciones para la construcción de una democracia 
socialista”; del artículo 168 relativo al Municipio, en el que se buscaba precisar la 
necesidad de incorporar “la participación ciudadana a través de los Consejos del Poder 
Popular y de los medios de producción socialista”; del artículo 184 en el que se buscaba 
orientar la descentralización de Estados y Municipios para permitir “la construcción de la 
economía socialista”; del artículo 299, relativo al régimen socioeconómico de la República, 
en el que se pretendía indicar que se debía fundamentar “en los principios socialistas”; del 
artículo 300 relativo a la creación de empresas públicas, que se pretendía orientar sólo 
“para la promoción y realización de los fines de la economía socialista”; del artículo 318, 
sobre el sistema monetario nacional en el cual se pretendía indicar que debía “propender al 
logro de los fines esenciales del Estado Socialista”, todo de acuerdo con el Plan de 
Desarrollo Integral de la Nación cuyo objetivo, se pretendía indicar que era “para alcanzar 
los objetivos superiores del Estado Socialista”; y del artículo 321 sobre el régimen de las 
reservas internacionales, respecto de las cuales los fondos que se pretendía regular, se 
buscaba declarar que fueran sólo para “el desarrollo integral, endógeno, humanista y 
socialista de la Nación”. 

En particular, el proyecto de reforma constitucional estaba destinado a la construcción 
del socialismo, de una sociedad colectivista y de supuesta “participación protagónica”60, 
eliminando de la Constitución toda referencia a la descentralización política, y por tanto, de 
efectiva posibilidad de participación, y además, la sustitución de la democracia 
representativa por una supuesta “democracia participativa”. Para ello, lo que se buscaba era 
acabar con la propia democracia como régimen político, tratando de sustituirla por un 
régimen autoritario, centralizador y concentrador del Poder que hubiera impedido la real 
participación política, al no existir entidades locales autónomas, y depender los consejos 
comunales de la cúspide del poder ejecutivo nacional. Ello se pretendía lograr con la 
eliminación de los entes  territoriales descentralizados políticamente, sin las cuales no 
puede haber efectivamente democracia participativa, y la creación en su lugar de consejos 
del poder popular que no pasan de ser una simple manifestación de movilización controlada 
desde el Poder Central. Ello incluso fue lo que comenzó a ocurrir con los Consejos 
Comunales que se crearon con la Ley de los Consejos Comunales de 200661, cuyos 
miembros no son electos mediante sufragio, sino que son designados por Asambleas de 
ciudadanos controladas por el propio Poder Ejecutivo Nacional. Ello era lo que con la 
rechazada reforma constitucional de 2007 se pretendía consolidar en el texto constitucional, 
al proponerse una “nueva geometría del poder” en la cual se sustituía a los Municipios, por 
las comunidades, como el “núcleo territorial básico e indivisible del Estado Socialista 

                                                 
60  En la Exposición de Motivos del Proyecto de Reforma Constitucional presentado por el Presidente de la 

República en agosto 2007, se lee que el Poder Popular “es la más alta expresión del pueblo para la toma 
de decisiones en todos sus ámbitos (político, económico, social, ambiental, organizativo, internacional 
y otros) para el ejercicio pleno de su soberanía. Es el poder constituyente en movimiento y acción 
permanente en la construcción de un modelo de sociedad colectivista de equidad y de justicia. Es el 
poder del pueblo organizado, en las más diversas y disímiles formas de participación, al cual está 
sometido el poder constituido. No se trata del poder del Estado, es el Estado sometido al poder 
popular. Es el pueblo organizado y organizando las instancias de poder que decide las pautas del orden 
y metabolismo social y no el pueblo sometido a los partido políticos, a los grupos de intereses 
económicos o a una particularidad determinada”, cit, p 11.  

61  Véase los comentarios sobre ello en Allan R. Brewer-Carías et al, Ley Orgánica del Poder Público 
Municipal,  Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2007, pp. 75 y ss.,  
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Venezolano”, que debían agrupar a las comunas (socialistas)62 como “células sociales del 
territorio”, las cuales se debían agrupar en ciudades que eran las que se pretendía concebir 
como “la unidad política primaria de la organización territorial nacional”. En la rechazada 
reforma constitucional se buscaba establecer en forma expresa que los integrantes de los 
diversos Consejos del Poder Popular no nacían “del sufragio ni de elección alguna, sino que 
nace de la condición de los grupos humanos organizados como base de la población”. 

Con ello, en definitiva, en nombre de una “democracia participativa y protagónica”, lo 
que se buscaba era poner fin en Venezuela a la democracia representativa a nivel local, y 
con ello, de todo vestigio de autonomía política territorial que es la esencia de la 
descentralización. 

Ahora bien, a pesar de que dicha reforma constitucional de 2007 fue rechazada por el 
pueblo, lo cierto es que todo su contenido ha sido implementado en Venezuela, no sólo en 
fraude de la Constitución sino en fraude de la voluntad popular que la rechazó, mediante la 
multitud de leyes  y decretos leyes que se han dictado en los últimos años, particularmente 
desde 2010, luego de que el Presidente de la República, su gobierno, la Asamblea Nacional 
que controlaba y el partido oficial que presidía perdieron las elecciones parlamentarias de 
septiembre de 2010. Con ocasión de ese hecho, la Asamblea Nacional ya deslegitimada, en 
fraude a la voluntad popular y a la Constitución, y en los últimos días de su mandato, 
procedió en diciembre de 2010, procedió atropelladamente a sancionar un conjunto de leyes 
sobre el Poder Popular, en particular, las Leyes Orgánicas del Poder Popular, de las 
Comunas, del Sistema Económico Comunal, de la Planificación Pública y Comunal y de  la 
Contraloría Social;63 y a reformar la Ley Orgánica del Poder Público Municipal, y las Leyes 
de los Consejos Estadales de Planificación y Coordinación de Políticas Públicas, y de los 
Consejos Locales de Planificación Pública,64 completando mediante legislación ordinaria la 
institucionalización del Estado Comunista que no su pudo formalizar en la reforma 
constitucional de 2007, denominado Estado Comunal, el cual por lo demás, ya se había 
esbozado en la Ley de los Consejos Comunales de 2006 y en la Ley Orgánica del Consejo 
Federal de Gobierno.65   

                                                 
62  En la Exposición de Motivos del Proyecto de Reforma Constitucional presentado por el Presidente de la 

República en agosto 2007, a las comunas se las califica como “comunas socialistas”, y se la define como 
“Es un conglomerado social de varias comunidades que poseen una memoria histórica compartida, 
usos, costumbres y rasgos culturales que los identifican, con intereses comunes, agrupadas entre sí con 
fines político-administrativos, que persiguen un modelo de sociedad colectiva de equidad y de 
justicia”, cit., p. 12  

63  Véase en Gaceta Oficial Nº 6.011 Extra. de 21-12-2010. Sobre estas leyes véase mis comentarios en 
Allan R. Brewer-Carías, “Las leyes del Poder Popular dictadas en Venezuela en diciembre de 2010, para 
transformar el Estado Democrático y Social de Derecho en un Estado Comunal Socialista, sin reformar 
la Constitución,” en Cuadernos Manuel Giménez Abad, Fundación Manuel Giménez Abad de Estudios 
Parlamentarios y del Estado Autonómico, No. 1, Madrid, Junio 2011, pp. 127-131. Véase en general los 
comentarios de Allan R. Brewer-Carías, Claudia Nikken, Luis A. Herrera Orellana, Jesús María 
Alvarado Andrade, José Ignacio Hernández y Adriana Vigilanza, en Leyes Orgánicas sobre el Poder 
Popular y el Estado Comunal (Los Consejos Comunales, Las Comunas, La Sociedad Socialista y el 
Sistema Económico Comunal),Colección Textos Legislativos Nº 50, Editorial Jurídica Venezolana, 
Caracas 2011, 720 pp.  

64  Véase en Gaceta Oficial Nº 6.017 Extra. de 30-12-2010. 
65  Véase en Gaceta Oficial Nº 5.963 Extra. de 22-02-2010. 
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Con estas leyes puede decirse que se terminó de definir, sin reformarse la Constitución y 
al margen de la misma, el marco normativo de un nuevo Estado, paralelo al Estado 
Constitucional, que se denomina “Estado Comunal” y que si nos atenemos a las experiencias 
históricas precedentes, todas fracasadas, unas desaparecidas como el de la Unión Soviética, y 
otros en vías de extinción como el de Cuba, no es otra cosa que un Estado Comunista, para el 
cual se adopta al Socialismo como doctrina oficial pública, impuesta a los ciudadanos para 
poder participar, montado sobre un sistema político centralizado, militarista y policial para el 
ejercicio del poder. El objetivo fundamental de estas leyes es la organización del “Estado 
Comunal” que tiene a la Comuna como a su célula fundamental, suplantando 
inconstitucionalmente al Municipio en el carácter que tiene de “unidad política primaria de 
la organización nacional” (art. 168 de la Constitución). A través de la organización de ese 
Estado Comunal o Comunista, se ejerce en Venezuela el Poder Popular, el cual se concreta 
en el ejercicio de la soberanía popular supuestamente sólo directamente por el pueblo, y no 
mediante representantes. Se trata por tanto, de un sistema político estatal en el cual se 
ignora la democracia representativa violándose así abiertamente la Constitución de la 
República. 

El Estado Comunista o Estado Comunal que se ha implantado con estas leyes, en 
paralelo al Estado Constitucional, se basa en este simple esquema: como el artículo 5 de la 
Constitución dispone que “La soberanía reside intransferiblemente en el pueblo, quien la 
ejerce directamente en la forma prevista en esta Constitución y en la ley, e indirectamente, 
mediante el sufragio, por los órganos que ejercen el Poder Público,” habiéndose 
estructurado el Estado Constitucional basado en el concepto de democracia representativa, 
es decir, el ejercicio de la soberanía en forma indirecta mediante el sufragio; entonces ahora 
se estructura el Estado Comunal, basado en el ejercicio de la soberanía en forma directa. 

Ello incluso ha sido “legitimado” por las sentencias dictadas por la Sala Constitucional 
del Tribunal Supremo de Justicia cuando al analizar el carácter orgánico de las leyes, como 
en la dictada en relación con la Ley Orgánica de las Comunas, señaló que la misma se 
dictó:  

“en desarrollo del principio constitucional de la democracia participativa y 
descentralizada que postula el preámbulo constitucional y que reconocen los artículos 
5 y 6 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, de cuyo contenido 
se extrae el principio de soberanía, cuyo titular es el pueblo, quien está además 
facultado para ejercerla “directamente” y no sólo “indirectamente” por los órganos 
del Poder Público; así como del artículo 62 ejusdem, que estatuye el derecho de las 
personas a la libre participación en los asuntos públicos y, especialmente, el artículo 
70 del mismo texto fundamental, que reconoce expresamente medios de autogestión 
como mecanismos de participación popular protagónica del pueblo en ejercicio de su 
soberanía, medios que son sólo enunciativos en los términos de la predicha norma.”66 

Es con base en estos principios que en el artículo 8.8 de la LOPP, se define al Estado 
comunal, como la:   

“Forma de organización político social, fundada en el Estado democrático y 
social de derecho y de justicia establecido en la Constitución de la República, en la 

                                                 
66  Véase la sentencia Nº 1.330, Caso: Carácter Orgánico de la Ley Orgánica de Comunas, de fecha 

17/12/2010. Véase en http://www.tsj.gov.ve/decisiones /scon/Diciembre/1330-171210-2010-10-
1436.html 
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cual el poder es ejercido directamente por el pueblo, con un modelo económico de 
propiedad social y de desarrollo endógeno sustentable, que permita alcanzar la 
suprema felicidad social de los venezolanos y venezolanas en la sociedad socialista. 
La célula fundamental de conformación del estado comunal es la Comuna.67 

Se ha establecido así, un Estado Comunal en paralelo al Estado Constitucional: el 
primero basado en el ejercicio de la soberanía directamente por el pueblo; y el segundo, 
basado en el ejercicio de la soberanía indirectamente por el pueblo, mediante representantes 
electos por sufragio universal; en un sistema, en el cual el primero irá vaciando 
progresivamente de competencias al segundo. Todo ello es inconstitucional, 
particularmente porque en la estructura del Estado Comunal que se ha montado legalmente, 
el ejercicio de la soberanía en definitiva es indirecta mediante “representantes” que se 
“eligen” para ejercer el Poder Popular en nombre del pueblo, y que son denominados 
“voceros” o “vocerías,” pero no son electos mediante sufragio. 

El sistema que se ha montado, en definitiva, controlado todo por un Ministerio del 
Ejecutivo Nacional, lejos de ser un instrumento de descentralización –concepto que está 
indisolublemente unido a la autonomía política– es un sistema de centralización y control 
férreo de las comunidades por el Poder Central. Por ello la aversión al sufragio.68 En ese 
esquema, una verdadera democracia participativa sería la que garantizaría que los 
miembros de los Consejos Comunales, las comunas y todas las organizaciones e instancias 
del Poder Popular fueran electas por sufragio universal, directo y secreto, y no a mano 
alzada por asambleas controladas por el partido oficial y el Ejecutivo Nacional, en 
contravención al modelo de Estado democrático y social de derecho y de justicia 
descentralizado establecido en la Constitución.  

pues bien, es en este contexto, y buscando establecer en paralelo al Estado 
Constitucional en el cual el pueblo ejerce indirectamente el Poder Público mediante 
representantes electos por sufragio universal directo y secreto, un Estado Comunal en el 
cual el pueblo supuestamente ejercería directamente el Poder Popular mediante voceros que 
no son electos por sufragio universal, directo y secretos, sino en asambleas de ciudadanos, 
el artículo 2 de la LOPP, define al Poder Popular, como: 

“el ejercicio pleno de la soberanía por parte del pueblo en lo político, económico, 
social, cultural, ambiental, internacional, y en todo ámbito del desenvolvimiento y 
desarrollo de la sociedad, a través de sus diversas y disímiles formas de organización, 
que edifican el estado comunal.”   

                                                 
67  En la Ley Orgánica de las Comunas, sin embargo, se define al Estado Comunal de la siguiente manera: 

“Forma de organización político-social, fundada en el Estado democrático y social de derecho y de 
justicia establecido en la Constitución de la República, en la cual el poder es ejercido directamente por el 
pueblo, a través de los autogobiernos comunales, con un modelo económico de propiedad social y de 
desarrollo endógeno y sustentable, que permita alcanzar la suprema felicidad social de los venezolanos y 
venezolanas en la sociedad socialista. La célula fundamental de conformación del estado comunal es la 
Comuna” (art. 4.10). 

68  Véase lo expuesto en los estudios de José Ignacio Hernández G., “Descentralización y Poder Popular,” y 
Adriana Vigilanza García, “La descentralización política de Venezuela y las nuevas leyes del ‘Poder 
Popular’,” en Allan R. Brewer-Carías et al., Leyes Orgánicas sobre el Poder Popular y el Estado 
Comunal (Los Consejos Comunales, Las Comunas, La Sociedad Socialista y el Sistema Económico 
Comunal), Colección Textos Legislativos Nº 50, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2011, pp. 459 
ss.  y 477 ss., respectivamente. 
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Todo lo cual no es más que una falacia, pues en definitiva en ese “edificio” del Estado 
Comunal se le niega al pueblo el derecho de elegir libremente, mediante sufragio universal, 
directo y secreto a quienes van a representarlo en todos esos ámbitos, incluyendo el 
internacional; y además, se niega toda idea de pluralismo al imponerse a los ciudadanos una 
ideología única compulsiva como es el socialismo. Se trata más bien de un “edificio” de 
organizaciones para evitar que el pueblo realmente ejerza la soberanía e imponerle 
mediante férreo control central políticas por las cuales nunca tendrá la ocasión de votar. 

Por otra parte, según el artículo 4 de la LOPP, la finalidad de este Poder Popular que se 
ejerce por los órganos del Estado Comunal,  

“garantizar la vida y el bienestar social del pueblo, mediante la creación de 
mecanismos para su desarrollo social y espiritual, procurando la igualdad de 
condiciones para que todos y todas desarrollen libremente su personalidad, dirijan su 
destino, disfruten los derechos humanos y alcancen la suprema felicidad social; sin 
discriminaciones por motivos de origen étnico, religioso, condición social, sexo, 
orientación sexual, identidad y expresión de genero, idioma, opinión política, 
nacionalidad u origen, edad, posición económica, condición de discapacidad o 
cualquier otra circunstancia personal, jurídica o social, que tenga por resultado anular 
o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos humanos y 
garantías constitucionales.”  

Por supuesto todos estos principios de igualdad se rompen desde que el sistema de 
Estado Comunal o Comunista, paralelo al Estado Constitucional, se monta, como se ha 
dicho, sobre una concepción única, que es el Socialismo, de manera que quien no sea 
socialista está automáticamente discriminado y no puede participar. No es posible, por 
tanto, en el marco de esta Ley, poder conciliar el pluralismo que garantiza la Constitución y 
el principio de la no discriminación por razón de “opinión política” a que se refiere este 
artículo, con el resto de las disposiciones de la Ley que persiguen todo lo contrario, es 
decir, el establecimiento de un Estado Comunista o Comunal, cuyas instancias sólo pueden 
actuar en función del Socialismo y en las cuales todo ciudadano que tenga otra opinión 
queda excluido. 69  

Es decir, mediante esta Ley Orgánica se ha establecido el marco definitorio de un 
nuevo modelo de Estado paralelo y distinto al Estado Constitucional, denominado el Estado 
Comunal basado en forma exclusiva y exclusionista en el socialismo como doctrina y 

                                                 
69  En el diario El Nacional del 12 de febrero de 2011, se reseñó lo siguiente: “Representantes de 120 

consejos comunales del Distrito Capital y de Miranda denunciaron en una asamblea celebrada en 
presencia del diputado William Ojeda que son víctimas de discriminación por razones políticas. 
Aseguraron que aunque cumplieron con los requisitos para registrarse en Fundacomunal no pudieron 
iniciar el proceso porque no presentaron la planilla de inscripción en el PSUV, que es un requisito 
indispensable. "El Gobierno está aplicando una política de discriminación y exclusión. Está ocurriendo 
un apartheid político. Hay centenares de consejos comunales en el país que están organizados y que no 
han podido registrarse porque no militan en la tolda roja", indicó Ojeda.” Véase en Diana Lozano 
Parafán, “Consejos Comunales rechazan discriminación. El diputado William Ojeda se reunió con 
representantes de 120 comunidades que no han podido inscribirse por razones partidistas,” en El 
Nacional, Caracas 12-02-2011. Véase en http://impresodigital.el-
nacional.com/ediciones/011/02/12/default.asp?cfg=1081FGHH666&iu=757 En tofo caso, en la “Ficha de 
caracterización de las Comunas” (2013) elaborada por el Ministerio del Poder Popular para las Comunas 
y Protección Social, un dato de obligatoria información es la inscripción en el Partido oficial PSUV. 
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práctica política, que es la organización política a través de la cual se produce el ejercicio 
del Poder Popular que es a la vez “el ejercicio pleno de la soberanía por parte del pueblo.”  

Ese Poder Popular se fundamenta, como se declara en el artículo 3 de la LOPP, “en el 
principio de soberanía y el sentido de progresividad de los derechos contemplados en la 
Constitución de la República, cuyo ejercicio y desarrollo está determinado por los niveles 
de conciencia política y organización del pueblo” (art. 3).  

Con esta declaración, sin embargo, lejos de la universalidad, prevalencia y 
progresividad de los derechos humanos que se garantizan la Constitución, lo que se ha 
establecido es la desaparición total de la concepción universal de los derechos humanos, el 
abandono a su carácter prevalente y el retroceso ante los principios pro homines y favor 
libertatis, al condicionarse su existencia, alcance y progresividad a lo que se determine “por 
los niveles de conciencia política y organización del pueblo,” es decir, por lo que dispongan 
y prescriban las organizaciones del Poder Popular con las que se busca “organizar” al 
pueblo,  todas sometidas al Socialismo. Con ello desaparece la concepción de los derechos 
humanos como esferas que son innatas al hombre e inmunes frente al poder; pasándose a 
una concepción de los derechos humanos dependientes de lo que ordene un poder central, 
que en definitiva controla todo el “edificio” del Estado Comunal o Estado Socialista, como 
clara demostración del totalitarismo que está a la base de esta Ley.   

En el mismo sentido se dispone en el artículo 5 de la LOPP, que “la organización y 
participación del pueblo en el ejercicio de su soberanía se inspira en la doctrina del 
Libertador Simón Bolívar, y se rige por los principios y valores socialistas,”70 con lo cual, 
como se ha dicho, se vincula la organización del Estado Comunal que se organiza en 
paralelo al Estado Constitucional, con la ideología política socialista, es decir, con el 
socialismo, el cual se define en el artículo 8.14 como:  

“un modo de relaciones sociales de producción centrado en la convivencia 
solidaria y la satisfacción de necesidades materiales e intangibles de toda la sociedad, 
que tiene como base fundamental la recuperación del valor del trabajo como 
productor de bienes y servicios para satisfacer las necesidades humanas y lograr la 
suprema felicidad social y el desarrollo humano integral. Para ello es necesario el 
desarrollo de la propiedad social sobre los factores y medios de producción básicos y 
estratégicos que permita que todas las familias, ciudadanos venezolanos y ciudadanas 
venezolanas posean, usen y disfruten de su patrimonio, propiedad individual o 
familiar, y ejerzan el pleno goce de sus derechos económicos, sociales, políticos y 
culturales.”71 

                                                 
70  La misma expresión se utilizó en la Ley Orgánica de las Comunas respecto de la constitución, 

conformación, organización y funcionamiento de las mismas (art. 2); en la Ley Orgánica de los Consejos 
Comunales respecto de los mismos (art. 1), en la Ley Orgánica de Contraloría Social (art. 6); en la Ley 
Orgánica de Planificación Pública y Popular (art. 3), que regula la planificación pública, popular y 
participativa como herramienta fundamental para construcción de la nueva sociedad (art. 3); y en la Ley 
Orgánica del Sistema Económico Comunal respecto del mismo (art.5).  

71  Igual definición se encuentra en el artículo 4.14 de la Ley Orgánica de las Comunas. También en el 
artículo 3 del Reglamento de la Ley Orgánica del Consejo federal de Gobierno se define el socialismo 
como “un modo de relaciones sociales de producción centrado en la convivencia solidaria y la 
satisfacción de las necesidades materiales e intangibles de toda la sociedad, que tiene como base 
fundamental la recuperación del valor del trabajo como productor de bienes y servicios para satisfacer las 
necesidades humanas y lograr la Suprema Felicidad Social y el Desarrollo Humano Integral. Para ello es 
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Lo primero que debe observarse respecto de esta norma, es la insostenible pretensión 
de vincular “la doctrina del Libertador Simón Bolívar” con los principios y valores 
socialistas. En la obra de Bolívar y en relación con su concepción del Estado nada puede 
encontrarse al respecto,72 no siendo la norma sino una pretensión más de continuar 
manipulando el “culto” a Bolívar para justificar los autoritarismos, como tantas veces ha 
ocurrido antes en nuestra historia.73 Con la norma, por otra parte y por supuesto, se viola 
abiertamente la garantía del derecho de propiedad que está en la Constitución (art. 115) que 
no permite su restricción sólo a la propiedad colectiva o social excluyendo la propiedad 
privada de los medios de producción. 

En todo caso, a partir de todas las Leyes sobre el Poder Popular dictadas en 2010, todas 
las leyes y decretos leyes posteriores han sido dictadas en fraude a la Constitución y a la 
voluntad popular, conforme al mismo principio de establecer un Estado Socialista en 
sustitución del Estado democrático y social de derecho; todas con la impronta de lograr la 
implantación del socialismo en Venezuela, al punto de que en diciembre de 2013 la 
Asamblea Nacional ha aprobado el llamado “Plan de la Patria. Proyecto Nacional Simón 
Bolívar, Segundo Plan Socialista de Desarrollo Económico y Social de la Nación 2013-
2019”74 en el cual por ejemplo se establece, entre sus objetivos: “1.1. Garantizar la 
continuidad y consolidación de la Revolución Bolivariana en el poder,” y  “2.4. Convocar y 
promover una nueva orientación ética, moral y espiritual de la sociedad, basada en los 
valores liberadores del socialismo.”  Dicho Plan se aprobó mediante “Acuerdo” por la 
Asamblea Nacional, es  decir, sin las discusiones propias del procedimiento de formación 
de las leyes, indicándose, sin embargo, en forma evidentemente inconstitucional, como si se 

                                                                                                                                                     
necesario el desarrollo de la propiedad social sobre los factores y medios de producción básicos y 
estratégicos que permita que todas las familias y los ciudadanos y ciudadanas venezolanos y venezolanas 
posean, usen y disfruten de su patrimonio o propiedad individual o familiar, y ejerzan el pleno goce de 
sus derechos económicos, sociales, políticos y culturales.”Véase en Gaceta Oficial Nº 39.382 del 9 de 
marzo de 2010. Muchas son las definiciones de socialismo, pero en todas, se pueden identificar sus 
elementos básicos: (i) un sistema de organización social y económico, (ii) basado en la propiedad y 
administración colectiva o estatal de los medios de producción, y (iii) en regulación por el Estado de las 
actividades económicas y sociales y de la distribución de los bienes, (iv) buscando la progresiva 
desaparición de las clases sociales.  

72  Véase Allan R. Brewer-Carías, “Ideas centrales sobre la organización el Estado en la Obra del Libertador 
y sus Proyecciones Contemporáneas,” en Boletín de la Academia de Ciencias Políticas y Sociales, Nº 
95-96, enero-junio 1984, pp. 137-151. 

73  Fue el caso de Antonio Guzmán Blanco en el siglo XIX y de Cipriano Castro, Juan Vicente Gómez, 
Eleazar López Contreras y Marcos Pérez Jiménez en el siglo XX. John Lynch ha señalado que: “El 
tradicional culto a Bolívar ha sido usado como ideología de conveniencia por dictadores militares, 
culminando con los regímenes de Juan Vicente Gómez y Eleazar López Contreras; quienes al menos 
respetaron, más o menos, los pensamientos básicos del Libertador, aún cuando tergiversaron su 
significado.” Concluye Lynch señalando que en el caso de Venezuela, en la actualidad, el proclamar al 
Libertador como fundamento de las políticas del régimen autoritario, constituye una distorsión de sus 
ideas. Véase John Lynch, Simón Bolívar: A Life, Yale University Press, New Haven 2007, p. 304. .Véase 
también, Germán Carrera Damas, El culto a Bolívar, esbozo para un estudio de la historia de las ideas 
en Venezuela, Universidad Central de Venezuela, Caracas 1969; Luis Castro Leiva, De la patria boba a 
la teología bolivariana, Monteávila, Caracas 1987; Elías Pino Iturrieta, El divino Bolívar. Ensayo sobre 
una religión republicana, Alfail, Caracas 2008; Ana Teresa Torres, La herencia de la tribu. Del mito de 
la independencia a la Revolución bolivariana, Editorial Alfa, Caracas 2009. Sobre la historiografía en 
relación con estos libros véase Tomás Straka, La épica del desencanto, Editorial Alfa, Caracas 2009.  

74  Gaceta Oficial No. 6118 Extraordinario de 4 de diciembre de 2013l  
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hubiese aprobado con forma de ley, que el mismo “se aprueba en todas sus partes y para 
que surta efecto jurídico, y sea de obligatorio cumplimiento en todo el territorio de la 
República Bolivariana de Venezuela”.  

Con ello, se consolidan los mecanismos de vaciamiento progresivo del Estado 
Constitucional cuyos órganos son electos por votación popular, por el Estado Comunal que 
fue implementado en paralelo al mismo, cuyos órganos, integrados por órganos no electos 
por sufragio universal directo y secreto, dependen del Ejecutivo Nacional. Se trata de dos 
Estados establecidos en paralelo, uno en la Constitución y otro en una ley inconstitucional, 
pero con previsiones en las leyes del Poder popular que permiten al Estado Comunal ahogar 
y secar al Estado Constitucional.  

A tal efecto, en la LOPP se establecen las siguientes previsiones para regular las 
relaciones entre el Estado o el Poder Público y el Poder Popular: 

En primer lugar, se establece como obligación legal para los órganos, entes e instancias 
del Poder Público el promover, apoyar y acompañar las iniciativas populares para la 
constitución, desarrollo y consolidación de las diversas formas organizativas y de 
autogobierno del pueblo (art. 23).75 En particular, incluso, la Ley Orgánica de Comunas 
dispone que “los órganos integrantes del Poder Ciudadano apoyarán a los consejos de 
contraloría comunal a los fines de contribuir con el cumplimiento de sus funciones” (art. 
48). 

En segundo lugar, se sujeta a todos los órganos del Estado Constitucional que ejercen 
el Poder Público, a los mandatos de las organizaciones del Poder Popular, al instaurarse un 
nuevo principio de gobierno, consistente en “gobernar obedeciendo.” El artículo 24 de la 
LOPP en efecto dispone:  

Artículo 24. Actuaciones de los órganos y entes del Poder Público. Todos los 
órganos, entes e instancias del Poder Público guiarán sus actuaciones por el principio 
de gobernar obedeciendo, en relación con los mandatos de los ciudadanos, ciudadanas 
y de las organizaciones del Poder Popular, de acuerdo a lo establecido en la 
Constitución de la República y las leyes. 

Como las organizaciones del Poder Popular no tienen autonomía política pues no sus 
“voceros” no son electos democráticamente mediante sufragio universal, directo y secreto, 
sino designados por asambleas de ciudadanos controladas e intervenidas por el partido 
oficial y el Ejecutivo Nacional que controla y guía todo el proceso organizativo del Estado 
Comunal, en el ámbito exclusivo de la ideología socialista, sin que tenga cabida vocero 
alguno que no sea socialista, o que no esté inscrito en el Partido Socialista Unificado de 
Venezuela (PSUV); en definitiva esto de “gobernar obedeciendo” es una limitación a la 
autonomía política de los órganos del Estado Constitucional electos, como la Asamblea 
Nacional, los Gobernadores y Consejos Legislativos de los Estados y los Alcaldes y 
Concejos Municipales, a quienes se le impone en definitiva la obligación de obedecer lo 
que disponga el Ejecutivo Nacional y el partido oficial enmarcado en el ámbito exclusivo 

                                                 
75  Una norma similar está en el artículo 62 de la Ley Orgánica de las Comunas, a los efectos de “la 

constitución, desarrollo y consolidación de las comunas como forma de autogobierno.” 
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del socialismo como doctrina política.76 La voluntad popular expresada en la elección de 
representantes del Estado Constitucional, por tanto, no tiene valor alguno, y al pueblo se le 
confisca su soberanía trasladándola de hecho a unas asambleas que no lo representan. 

En tercer lugar, en particular, se establece la obligación para el Poder Ejecutivo 
Nacional, para que “conforme a las iniciativas de desarrollo y consolidación originadas 
desde el Poder Popular,” planifique, articule y coordine “acciones conjuntas con las 
organizaciones sociales, las comunidades organizadas, las comunas y los sistemas de 
agregación y articulación que surjan entre ellas, con la finalidad de mantener la coherencia 
con las estrategias y políticas de carácter nacional, regional, local, comunal y 
comunitaria”(art. 25).     

En cuarto lugar, se establece la obligación para los órganos y entes del Poder Público 
en sus relaciones con el Poder Popular, de dar “preferencia a las comunidades organizadas, 
a las comunas y a los sistemas de agregación y articulación que surjan entre ellas, en 
atención a los requerimientos que las mismas formulen para la satisfacción de sus 
necesidades y el ejercicio de sus derechos, en los términos y lapsos que establece la ley” 
(art. 29). Igualmente se prevé que los órganos, entes e instancias del Poder Público, en sus 
diferentes niveles político-territoriales, deben adoptar “medidas para que las organizaciones 
socio-productivas de propiedad social comunal, gocen de prioridad y preferencia en los 
procesos de contrataciones públicas para la adquisición de bienes, prestación de servicios y 
ejecución de obras” (art. 30).77  

En quinto lugar, se establece la obligación para la República, los estados y 
municipios, de acuerdo con la ley que rige el proceso de transferencia y descentralización 
de competencias y atribuciones, la obligación de trasferir “a las comunidades organizadas, a 
las comunas y a los sistemas de agregación que de éstas surjan; funciones de gestión, 
administración, control de servicios y ejecución de obras atribuidos a aquéllos por la 
Constitución de la República, para mejorar la eficiencia y los resultados en beneficio del 
colectivo” (art. 27).78 

Con ello, se dispone legalmente el vaciamiento de competencias de los Estados y 
Municipios, de manera que queden como estructuras vacías, con gobiernos representativos 
electos por el pueblo pero que no tienen materias sobre las cuales gobernar. 

Este proceso, por lo demás, se completó con la reforma de la Ley Orgánica de 
Régimen Municipal (LOPPM) y con la Ley Orgánica del Consejo Federal de Gobierno 
(LOCGR). En esta última, la trasferencia de competencias de los Estados a los Municipios, 
a las comunidades y a los grupos vecinales que se prevé en la Constitución (art.184), y que 
en la Ley Orgánica del Poder Público Municipal se atribuía a los Consejos Legislativos de 
los Estados para establecer el procedimiento a dichos fines, se ha cambiado radicalmente, 

                                                 
76 Véase por ejemplo, Allan R. Brewer-Carías, “La Ley Orgánica del Poder Popular y la 

desconstitucionalización del Estado de derecho en Venezuela,” en Revista de Derecho Público, No. 
124, (octubre-diciembre 2010), Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2010, pp. 81-101 

77  En particular, conforme al artículo 61 de la Ley Orgánica de las Comunas, se dispone que “todos los 
órganos y entes del Poder Público comprometidos con el financiamiento de proyectos de las comunas y 
sus sistemas de agregación, priorizarán aquéllos que impulsen la atención a las comunidades de menor 
desarrollo relativo, a fin de garantizar el desarrollo territorial equilibrado. 

78  Esta misma norma se repite en la Ley Orgánica de las Comunas (art. 64). El 31 de diciembre de 2010, 
aún estaba pendiente en la Asamblea Nacional la segunda discusión del proyecto de Ley Orgánica del 
Sistema de Transferencia de Competencias y atribuciones de los Estados y Municipios a las 
organizaciones del Poder Popular.  
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asignándose esa función al Consejo Federal de Gobierno, el cual ha sido organizado de 
manera tal que está completamente controlado por el Ejecutivo Nacional (art. 11). En esta 
forma, además, se limitó inconstitucionalmente la autonomía de los Estados y Municipios 
que les garantiza la Constitución.  

 

2. La inconstitucional eliminación mediante ley, de órganos democráticos de 

representación local, con la recreación del desaparecido “Distrito Federal” sin 

autonomía política ni gobierno democrático local en la organización del Distrito 

capital; y con la eliminación de las Juntas Parroquiales 

La Constitución de 1999, además de regular al Poder Público Municipal, como una de 
las ramas del Poder Público, con su propio gobierno democrático local a cargo de Consejos 
Legislativos y Alcaldes electos, aseguró definitivamente la existencia de un régimen de 
gobierno local descentralizado y democrático tanto en el régimen político de la ciudad 
capital, Caracas, garantizando en el mismo la autonomía municipal y la participación 
política de las diversas entidades que componen la ciudad; como en el nivel sub-municipal 
de las Parroquias. 

En cuanto al gobierno municipal en Caracas, la Constitución estableció un gobierno 
metropolitano a dos niveles, con órganos electos democráticamente mediante sufragio 
universal directo y secreto, eliminando definitivamente la figura vieja y tradicional figura 
territorial del “Distrito Federal” que había quedado como vestigio decimonónico del 
esquema tradicional de las federaciones, en el cual la ciudad capital carecía de 
autogobierno. 

Con la rechazada reforma constitucional de 2007, sin embargo, de acuerdo con el 
modelo centralista que la caracterizó, en esta materia de régimen político de la capital, 
Caracas, se propuso volver al mismo esquema del siglo XIX, restableciendo el Distrito 
Federal sin garantía alguna de la autonomía municipal o territorial ni sistema democrático y 
participativo de gobierno, cuyas autoridades se pretendía quedaran totalmente sujetas y 
controladas por el Poder Nacional y, en particular, por el Presidente de la República a quien 
se buscaba atribuir la designación y remoción de sus autoridades. La reforma constitucional 
rechazada, además, buscaba “nacionalizar” totalmente las competencias públicas respecto 
de todos los asuntos que concernieran a la ciudad capital, asignándose al “Poder Nacional 
por intermedio del Poder Ejecutivo” (con la colaboración y participación de todos los entes 
del Poder Público Nacional, Estadal y Municipal, así como del Poder Popular) la 
competencia para disponer “todo lo necesario para el reordenamiento urbano, 
reestructuración vial, recuperación ambiental, logros de niveles óptimos de seguridad 
personal y pública, fortalecimiento integral de la infraestructura del hábitat de las 
comunidades, sistemas de salud, educación, cultura, deporte y recreación, recuperación 
total de su casco y sitios históricos, construcción de un sistema de pequeñas y medianas 
ciudades a lo largo de sus ejes territoriales de expansión”. Es decir, todo lo que era propio 
de los gobiernos locales, se pretendía asignar al Ejecutivo Nacional. 

De nada sirvió sin embargo, el rechazo popular a dicha reforma constitucional de 2007, 
pues mediante la Ley Especial Sobre la Organización y Régimen del Distrito Capital79, 

                                                 
79  Gaceta Oficial Nº 39.156 de 13 de abril de 2009. Véase sobre esta Ley, Allan R. Brewer-Carías, Manuel 

Rachadell, Nelson Socorro, Enrique Sánchez Falcón, Juan Carmona Borjas, Tulio Álvarez, Leyes sobre 
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lejos de haber establecido una organización democrática de una entidad política de la 
Republica, se implementó inconstitucionalmente la reforma y se reguló dicho Distrito 
Capital como una dependencia del Poder Nacional, con ámbito territorial según se indica en 
el artículo 4, igual al que “correspondían al extinto Distrito Federal a la fecha de entrada en 
vigencia de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela y que comprende el 
territorio del actual Municipio Bolivariano Libertador.” 

Por otra parte, en cuanto al régimen del gobierno municipal, en la Constitución de 1999 
en el marco de regulación de la autonomía municipal y de los diversos entidades locales, en 
su artículo 173, además del Municipio, reguló expresamente a las “parroquias” como 
entidades locales, en el nivel territorial sub-municipal, que aún se regulaban ampliamente 
en la Ley Orgánica del Poder Público Municipal de 2009. 

En el modelo centralista de la rechazada reforma constitucional de 2007, sin embargo, 
con motivo de la propuesta de estructuración del Estado Comunal, montado sobre órganos 
no electos popularmente como son los Consejos Comunales, se propuso formalmente 
eliminar como entidad local territorial, dentro del ámbito municipal, a las parroquias y por 
tanto a las juntas parroquiales que eran tradicionalmente electas popularmente.  

Dicha reforma constitucional rechazada, sin embargo, ha sido inconstitucionalmente 
implementada mediante la reforma de la Ley Orgánica de Régimen del Poder Público 
Municipal de 2010,80 de cuya normativa simplemente desapareció toda mención a la 
existencia de las parroquias y de las juntas parroquiales (las cuales, en las Disposiciones 
Transitorias se dispuso su cesación) habiendo legalmente desaparecido de la organización 
territorial del país, habiéndose atribuido a las Comunas (art. 19) integradas por “voceros” 
no electos las funciones y competencias de aquéllas, en lesión abierta a la democracia 
representativa local que buscaba garantizar la Constitución.  

 

3.  La inconstitucional implementación de las reformas constitucionales al sistema 

económico para establecer un sistema de economía socialista. 

Uno de los componentes normativos esenciales de toda Constitución contemporánea, es 
la llamada Constitución Económica que deriva de los principios constitucionales que guían 
el régimen de las relaciones económicas y el papel que, en las mismas, corresponde a la 
iniciativa privada y al propio Estado, y que conforme al constitucionalismo desarrollado 
desde mitades del siglo pasado, está montada sobre un modelo económico de economía 
mixta, basado en el principio de la libertad como opuesto al de economía dirigida, similar al 
que existe en todos los países occidentales. Este sistema económico, por tanto, se 
fundamenta en la libertad económica, la iniciativa privada y la libre competencia, pero con 
la participación del Estado como promotor del desarrollo económico, regulador de la 
actividad económica, y planificador con la participación de la sociedad civil.  

Conforme a esa orientación, la Constitución de 1999 establece un sistema económico 
de economía mixta, es decir, de economía social de mercado que se fundamenta en la 
libertad económica, pero que debe desenvolverse conforme a principios de justicia social, 

                                                                                                                                                     
el Distrito Capital y el Área Metropolitana de Caracas, Colección Textos Legislativos Nº 45, Editorial 
Jurídica Venezolana. Caracas 2009, 209 pp. 

80 Véase en Gaceta Oficial Nº 6.015 Extraordinario del 28 de diciembre de 2010. 
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que requiere de la intervención del Estado. Ese régimen socioeconómico, conforme al 
artículo 299 de la Constitución de 1999, se fundamenta en los siguientes principios: justicia 
social, democratización, eficiencia, libre competencia, protección del ambiente, 
productividad y solidaridad, a los fines de asegurar el desarrollo humano integral y una 
existencia digna y provechosa para la colectividad. Por ello, el mismo artículo constitucional 
dispone expresamente que el Estado, “conjuntamente con la iniciativa privada”, debe 
promover “el desarrollo armónico de la economía nacional con el fin de generar fuentes de 
trabajo, alto valor agregado nacional, elevar el nivel de vida de la población y fortalecer la 
soberanía económica del país, garantizando la seguridad jurídica, solidez, dinamismo, 
sustentabilidad, permanencia, equidad del crecimiento de la economía, para garantizar una 
justa distribución de la riqueza mediante una planificación estratégica democrática, 
participativa y de consulta abierta”. 

Como lo precisó la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia en sentencia 
N° 117 de 6 de febrero de 2001, se trata de “un sistema socioeconómico intermedio entre la 
economía de libre mercado (en el que el Estado funge como simple programador de la 
economía, dependiendo ésta de la oferta y la demanda de bienes y servicios) y la economía 
interventora (en la que el Estado interviene activamente como el “empresario mayor”)”, 
conforme al cual, el texto constitucional promueve “expresamente la actividad económica 
conjunta del Estado y de la iniciativa privada en la persecución y concreción de los valores 
supremos consagrados en la Constitución”; persiguiendo “el equilibrio de todas las fuerzas 
del mercado y la actividad conjunta del Estado e iniciativa privada”. Conforme a este 
sistema, dijo además la Sala Constitucional en esa sentencia, la Constitución: “propugna 
una serie de valores normativos superiores del régimen económico, consagrando como tales 
la libertad de empresa en el marco de una economía de mercado y fundamentalmente el del 
Estado Social de Derecho (Welfare State, Estado de Bienestar o Estado Socialdemócrata), 
esto es un Estado social opuesto al autoritarismo”81.  

Ahora bien, con el rechazado proyecto de reforma constitucional de 2007, se pretendió 
cambiar radicalmente este modelo, transformándolo en un sistema de economía estatal, de 
planificación centralizada, propia de un Estado y economía socialista, donde desaparecía la 
libertad económica y el derecho de propiedad como derechos constitucionales. Para ello se 
propuso, sin más, la eliminación del artículo 112 de la Constitución que regula el derecho y 
la libertad económica, sustituyéndola por otra en la cual lo que se establecía era una 
definición de la política estatal para promover “el desarrollo de un modelo económico 
productivo, intermedio, diversificado e independiente, fundado en los valores humanísticos 
de la cooperación y la preponderancia de los intereses comunes sobre los individuales, que 
garantice la satisfacción de las necesidades sociales y materiales del pueblo, la mayor suma 
de estabilidad política y social y la mayor suma de felicidad posible”; proponiéndose 
agregar que el Estado, asimismo, “fomentará y desarrollará distintas formas de empresas y 

                                                 
81  Esos valores aludidos conforme a la doctrina de la Sala Constitucional “se desarrollan mediante el 

concepto de libertad de empresa, que encierra, tanto la noción de un derecho subjetivo “a dedicarse 
libremente a la actividad económica de su preferencia”, como un principio de ordenación económica dentro 
del cual se manifiesta la voluntad de la empresa de decidir sobre sus objetivos. En este contexto, los 
Poderes Públicos, cumplen un rol de intervención, la cual puede ser directa (a través de empresas) o 
indirecta (como ente regulador del mercado)”. Véase en Revista de Derecho Público, N° 85-88, Editorial 
Jurídica Venezolana, Caracas, 2001, pp. 212-218. 
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unidades económicas de propiedad social, tanto directa o comunal como indirecta o estatal, 
así como empresas y unidades económicas de producción o distribución social, pudiendo 
ser estas de propiedad mixta entre el Estado, el sector privado y el poder comunal, creando 
las mejores condiciones para la construcción colectiva y cooperativa de una economía 
socialista”.  

Con ello, se buscaba eliminar el derecho al libre ejercicio de las actividades 
económicas y la propia libertad económica y, además, eliminar la garantía de la reserva 
legal para establecer las limitaciones o restricciones al mismo, abriendo la posibilidad de 
limitaciones mediante decretos reglamentarios del Ejecutivo.  

Además, con la rechazada reforma constitucional respecto del artículo 299, se buscaba 
eliminar de la Constitución, como fundamentos del sistema económico, los principios de 
justicia social, libre competencia, democracia y productividad y en su lugar se buscaba 
establecer, entre otros, los principios socialistas, antiimperialistas, humanistas, a los fines 
asegurar el desarrollo humano integral y una existencia digna y provechosa para la 
colectividad.  

En cuanto al derecho de propiedad regulado en el 115 de la Constitución, cuya 
regulación también está signada por el principio de la reserva legal y la garantía de la 
expropiación “sólo por causa de utilidad pública o interés social, mediante sentencia firme y 
pago oportuno de justa indemnización”, la misma también se buscó cambiar radicalmente, 
eliminándose como derecho constitucional, y reduciéndolo sólo respecto de “bienes de uso, 
consumo y medios de producción legítimamente adquiridos, quedando por tanto 
minimizada y marginalizada en relación con la propiedad pública.82. Además, se pretendía 
eliminar con la rechazada reforma constitucional la garantía de la propiedad al proponerse 
eliminar la exigencia de que “sólo” mediante expropiación podía extinguirse la propiedad 
como se ha establecido siempre en el ordenamiento constitucional, lo que abría la vía para 
que por ley se pudiera establecer otras formas de extinción de la propiedad.  

Ante el rechazo de la reforma constitucional para cambiar de raíz el sistema económico 
de economía mixta montado sobre las garantías de la libertad económica y la propiedad 
privada, la misma comenzó a ser inconstitucionalmente implementada mediante diversas 
leyes destinadas a regular las bases de un sistema socialista, progresivamente regulando 
poderes exorbitantes del Estado en los diversos sectores de la economía que materialmente 
eliminaron toda libertad económica, estableciendo además mecanismos de ocupación y 
apropiación administrativa de la propiedad privada, sin la garantía constitucional de la 
expropiación. Ello comenzó a ocurrir a partir de 2008, mediante los decretos leyes dictados 
en uso de la delegación legislativa (ley habilitante) de 2007, justo después del rechazo de la 
                                                 
82   Sobre esto, el magistrado Jesús Eduardo Cabrera en el Voto salvado a la sentencia No. 2042 de la Sala 

Constitucional de 2 de noviembre de 2007 en la cual se declaró inadmisible un amparo constitucional 
ejercido contra el Presidente de la República y la Asamblea Nacional, con motivo de la inconstitucional 
“reforma constitucional”, sostuvo lo siguiente:”El artículo 113 del Proyecto, plantea un concepto de 
propiedad, que se adapta a la propiedad socialista, y que es válido, incluso dentro del Estado Social; pero 
al limitar la propiedad privada solo sobre bienes de uso, es decir aquellos que una persona utiliza (sin 
especificarse en cual forma); o de consumo, que no es otra cosa que los fungibles, surge un cambio en la 
estructura de este derecho que dada su importancia, conduce a una transformación de la estructura del 
Estado. Los alcances del Derecho de propiedad dentro del Estado Social, ya fueron reconocidos en fallo 
de esta Sala de 20 de noviembre de 2002, con ponencia del Magistrado Antonio García García”. Véase 
Caso Néstor Luis Ramírez en http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Noviembre/2042-021107-07-
1374.htm 
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reforma constitucional de 2007, entre ellos, el Decreto Ley Nº 6.130 de 2008, contentivo de 
la Ley para el Fomento y Desarrollo de la Economía Popular.83  

Todo ese proyecto de establecer un sistema económico socialista, se completó 
posteriormente, al margen de la Constitución, con la regulación del Sistema Económico 
Comunal, mediante la Ley Orgánica del Sistema Económico Comunal (LOSEC),84 dictada 
con la finalidad, entre otras, de “impulsar el sistema económico comunal a través de un 
modelo de gestión sustentable y sostenible para el fortalecimiento del desarrollo endógeno 
(art. 3.2); “fomentar el sistema económico comunal en el marco del modelo productivo 
socialista, a través de diversas formas de organización socio-productiva, comunitaria y 
comunal en todo el territorio nacional (art. 3.3); e  “incentivar en las comunidades y las 
comunas los valores y principios socialistas para la educación, el trabajo, la investigación, 
el intercambio de saberes y conocimientos, así como la solidaridad, como medios para 
alcanzar el bien común.(art. 3.8). Para ello, el sistema de economía comunal se lo define en 
el artículo 2, como:  

“el conjunto de relaciones sociales de producción, distribución, intercambio y 
consumo de bienes y servicios, así como de saberes y conocimientos, desarrolladas 
por las instancias del Poder Popular, el Poder Público o por acuerdo entre ambos, a 
través de organizaciones socio-productivas bajo formas de propiedad social 
comunal.”  

Se trata, por tanto, de la regulación legal de un sistema económico que contraría el 
establecido en la Constitución, que se desarrolla exclusivamente “a través de 
organizaciones socio-productivas bajo formas de propiedad social comunal” que conforme 
a dicha Ley son solamente las empresas del Estado Comunal creadas por las instancias del 
Poder Público, las empresas públicas creadas por los órganos que ejercen del Poder 
Público, las unidades productivas familiares o los grupos de trueque, donde está excluida 
toda iniciativa privada y la propiedad privada de los medios de producción y 
comercialización de bienes y servicios.  

Con ello, mediante ley, se ha establecido un sistema económico socialista, contrario 
completamente el sistema de economía mixta que garantiza la Constitución basado, al 
contrario, en la libertad económica, la iniciativa privada, y la libertad de trabajo, empresa, 
comercio, industria, “sin perjuicio de su facultad para dictar medidas para planificar, 
racionalizar y regular la economía e impulsar el desarrollo integral del país;” (art. 112), así 

                                                 
83  La Ley derogó expresamente la Ley la Ley para el Fomento y Desarrollo de la Economía Popular, 

publicado en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela Nº 5.890 Extraordinario de 
fecha 31 de julio de 2008. Véase sobre dicha Ley, Alfredo Morles Hernández, “El nuevo modelo 
económico del socialismo del siglo XXI y su reflejo en el contrato de adhesión,” en Revista de Derecho 
Público, No. 115, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas w2008, pp. 229 y ss.e 

84  Véase en Gaceta Oficial Nº 6.011 Extraordinario del 21 de diciembre de 2010. Véase mis comentarios 
sobre esta Ley Orgánica, en Allan R. Brewer-Carías, “Sobre la Ley Orgánica del Sistema Económico 
Comunal o de cómo se implanta en Venezuela un sistema económico comunista sin reformar la 
Constitución,” en Revista de Derecho Público, No. 124, (octubre-diciembre 2010), Editorial Jurídica 
Venezolana, Caracas 2010, pp. 102-109; y Jesús María Alvarado Andrade, “La ‘Constitución 
económica’ y el sistema económico comunal (Reflexiones Críticas a propósito de la Ley Orgánica del 
Sistema Económico Comunal),” en Leyes Orgánicas sobre el Poder Popular y el Estado Comunal (Los 
Consejos Comunales, Las Comunas, La Sociedad Socialista y el Sistema Económico 
Comunal),Colección Textos Legislativos Nº 50, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2011, pp. 375 ss.  
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como en el derecho de propiedad privada (art. 115), limitándose este último materialmente 
sólo sobre los bienes de uso y de consumo, así como de los medios de producción 
estrictamente familiar. 

Una reforma constitucional de esa naturaleza, sin duda, sólo podría realizarse 
mediante la convocatoria de una Asamblea Constituyente (ni siquiera mediante reforma o 
enmienda constitucional), pues simplemente, elimina el sistema constitucional de economía 
mixta, sustituyéndolo por un sistema económico estatista o controlado por el Estado, 
mezclado con previsiones propias de sociedades primitivas y lugareñas que presuponen la 
miseria como forma de vida, como regular y justificar el trueque como sistema, o la 
llamada “moneda comunal” como medio de intercambio de bienes y servicios. Por ello es 
que este sistema económico comunal se lo concibe como la “herramienta fundamental para 
construcción de la nueva sociedad,” que supuestamente debe regirse sólo “por los 
principios y valores socialistas” que en esta LOSEC también se declara que supuestamente 
se inspira en la doctrina de Simón Bolívar (art. 5). A tal efecto, la propiedad privada se 
reduce a la mínima expresión, regulándose en sustitución un sistema económico comunal 
basado en la “propiedad social” como derecho de la “sociedad” (art. 6.15), pero montado 
casi exclusivamente en la propiedad pública, del Estado (dominio del Estado), sobre los 
medios de producción, de manera que en la práctica, no se trata de ningún derecho “de la 
sociedad,” sino del aparato Estatal, cuyo desarrollo, regido por un sistema de planificación 
centralizada, elimina toda posibilidad de libertad económica e iniciativa privada, y 
convierte a las “organizaciones socio-productivas” en meros apéndices del aparato estatal. 
El sistema omnicomprensivo que se regula, al contrario está basado en la “propiedad social 
comunal” y que debe ser desarrollada tanto por el Estado Constitucional (los órganos del 
Poder Público) como por el Estado Comunal (instancias del Poder Popular), como se dijo, 
exclusivamente a través de “organizaciones socio-productivas bajo formas de propiedad 
comunal.”  

En este contexto socialista, la Ley Orgánica define el “modelo productivo socialista” 
como el  

“modelo de producción basado en la propiedad social, orientado hacia la eliminación 
de la división social del trabajo propio del modelo capitalista. El modelo de 
producción socialista está dirigido a la satisfacción de necesidades crecientes de la 
población, a través de nuevas formas de generación y apropiación así como de la 
reinversión social del excedente.” (art. 6.12) 

Se trata en consecuencia, de una Ley mediante la cual se ha cambiado de raíz el 
sistema capitalista y se lo ha sustituido a la fuerza por un sistema socialista, imponiendo un 
sistema comunista, para lo cual sus redactores, pura y simplemente han parafraseado lo que 
escribieron Carlos Marx y Federico Engels, en 1845 y 1846, sobre la sociedad comunista, 
en su libro La Ideología Alemana, refiriéndose a la sociedad primitiva de la época, en 
muchas partes aún esclavista y en todas, preindustrial,85 y basándose en los clásicos 
principios utópicos comunistas de la “propiedad social de los medios de producción,” la 

                                                 
85  Véase en Karl Marx and Frederich Engels, ”The German Ideology,” en Collective Works, Vol. 5, 

International Publishers, New York 1976, p. 47. Véanse además los textos pertinentes en 
http://www.educa.madrid.org/cms_tools/ files/0a24636f-764c-4e03-9c1d-
6722e2ee60d7/Texto%20Marx%20y%20 Engels.pdf   
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“eliminación de la división social del trabajo” y la “reinversión social del excedente,” los 
cuales se han copiado en la Ley para implantar en Venezuela el sistema comunista como 
contrario al sistema capitalista.  
 

APRECIACIÓN FINAL 
Todo ello, sin duda, podría hacerse pero sólo reformando la Constitución conforme al 

procedimiento de convocatoria de una Asamblea Constituyente establecido en el artículo 
347 de la Constitución. Como incluso lo advirtió uno de los Magistrados de la Sala 
Constitucional, Jesús Eduardo Cabrera, quien con sus ponencias durante años había sido 
uno de los que más había contribuido a asegurar el afianzamiento del régimen autoritario en 
Venezuela, expresando en un Voto salvado a la sentencia No. 2042 de la Sala 
Constitucional de 2 de noviembre de 2007 (Caso Nésor Luis Romero)86 que decidió la 
“inadmisibilidad” de una acción de amparo contra la “reforma constitucional” de 2007, lo 
siguiente:  

“En criterio de quien disiente, un sistema de organización social o económico 
basado en la propiedad y administración colectiva o estatal de los medios de 
producción, como lo es básicamente el socialista, en sus distintas concepciones, cual es 
el propuesto en el Proyecto de Reforma, chocaría con lo que quien suscribe, y la propia 
Sala, era considerado Estado Social, y ello -en criterio del disidente- puede afectar toda 
la estructura y los principios fundamentales del Texto Constitucional, hasta el punto 
que un nuevo ordenamiento jurídico tendría que ser creado para desarrollar la 
construcción del socialismo.  

No es que Venezuela no puede convertirse en un Estado Socialista. Si ello lo decide el 
pueblo, es posible; pero a juicio del voto salvante, tal logro sería distinto al que la Sala 
ha sostenido en el fallo de 24 de enero de 2002 (Caso: Créditos Indexados) y ello 
conduciría no a una reforma de la Constitución sino a una nueva Constitución, la cual 
debería ser votada por el Poder Constituyente Originario. Al menos, en nuestro criterio 
esto es la consecuencia del fallo N° 85 de 24 de enero de 2002.”87 

En esta apreciación, el Magistrado disidente no se equivocó, pues evidentemente que 
una reforma constitucional que trastocara todo el ordenamiento y estructura del Estado, 
conforme a la Constitución venezolana, sólo podía hacerse mediante la convocatoria de una 
Asamblea Constituyente. 

Sin embargo, como hemos visto, y ello es precisamente la consecuencia de haber 
contribuido a afianzar el autoritarismo en Venezuela, no sólo la reforma constitucional de 
2007 se sancionó contrariándose el procedimiento constitucional pautado, sino que luego 
del rechazo popular, fue impunemente implementada mediante leyes y decretos leyes, es 
decir, mediante una inconstitucional legislación ordinaria, y mediante ilegítimas 
mutaciones constitucionales efectuadas por la propia Sala Constitucional del Tribunal 
Supremo.  Para que ello fuera posible, por supuesto, la propia Sala Constitucional, violando 
la misma Constitución, renunció a ejercer el control de la constitucionalidad de los actos de 

                                                 
86  Véase sentencia del Tribunal Supremo de Justicia en Sala Constitucional N° 2042 del 2 de Noviembre de 

2007, Caso Néstor Luis Romero Méndez en http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Noviembre/2042-
021107-07-1374.htm 

87  Idem.  



 48 

los poderes constituidos cumplidos para llevar adelante la “reforma constitucional” de 2007 
y, en particular, del acto del Presidente de la República de  presentación del anteproyecto 
de reforma ante la Asamblea Nacional el 15 de agosto de 2007; del acto definitivo de ésta 
de sanción del proyecto de reforma de la Constitución del día 2 de noviembre de 2007, y de 
la convocatoria a referendo por parte del Consejo Nacional Electoral el mismo día, todo 
conforme al procedimiento de “reforma constitucional regulado en los artículos 342 y 
siguientes de la Constitución”, cuando por las trasformaciones fundamentales que contenía 
el proyecto debía haberse sometido al procedimiento de la Asamblea Nacional 
Constituyente conforme al artículo 347 y siguientes del texto fundamental. Y luego, 
después de que el pueblo rechazó el proyecto de reforma constitucional en el “referendo 
aprobatorio” del 2 de diciembre de 2007, en el cual dicho proyecto sólo recibió el voto 
favorable del 28% de los votantes inscritos en el Registro Electoral, la misma Sala 
Constitucional renunció a ejercer el control de constitucionalidad de las diversas leyes y 
decretos leyes que implementaron la reforma constitucional, y además, procedió ella misma 
a implementar aspectos de la misma mediante mutaciones constitucionales ilegítimas. 

Todo ello demuestra cómo en un sistema donde no hay control del poder, no puede 
haber Estado de derecho ni democracia; y cómo, cuando quien está llamado a controlar el 
poder que es la Jurisdicción Constitucional, está controlada políticamente y está al servicio 
del mismo, de nada valen los principios de la Constitución, ni su supremacía ni su rigidez, 
que pasan a ser pura retórica, como actualmente ocurre en Venezuela.  

New York, Diciembre 2013 

 

  

 

 

 


